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RESUMEN: El presente articulo tiene por objeto analizar, desde una pers-
pectiva netamente juridica, los principales contenidos de una Ley de muy reciente
aprobacién por las Cortes de Aragén: la Ley 2/2009, de 11 de mayo, que esta-
blece el régimen legal aplicable al Presidente y al Gobierno de Aragén.

Se estudia en primer lugar la figura del Presidente de Aragén, concebida en
el Estatuto de Autonomia de Aragén de 2007 como la institucién central de la
Comunidad Auténoma, y seguidamente los restantes miembros del Gobierno; es
decir, el Vicepresidente o Vicepresidentes y los Consejeros. El denominado esta-
tuto personal de los miembros del Gobierno, con una especial referencia a su nom-
bramiento y cese, atribuciones y régimen de incompatibilidades, constituye una de
las materias destacadas en el andlisis de la Ley 2/2009.

La nueva regulacién legal del Gobierno de Aragédn, érgano superior cole-
giado de la Comunidad Auténoma, también es objeto de examen en este trabajo;
en particular, las cuestiones relativas a su denominacién, competencias, o funcio-
namiento, entre otras, asi como a su capacidad para la elaboracién y aprobacién
de normas juridicas, poniendo de relieve las dudas que plantea el régimen juri-
dico previsto para el Gobierno en funciones o la inclusién de determinados érga-
nos como de colaboracién y apoyo al Gobierno.

Este andlisis de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno
de Aragén, se apoya en continuas miradas a la regulacién establecida en ofras
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Leyes similares recientes, aprobadas tanto en el Estado como en distintas Comu-
nidades Autébnomas; en concreto, en Cataluiia, Andalucia y Extremadura.

Palabras clave: Presidente de Aragén; Gobierno de Aragén; nombramiento;
competencias; estatuto personal; régimen de incompatibilidades; funcionamiento;
capacidad normativa.

ABSTRACT: This article aims to analyze, from a purely legal perspective, the
main contents of a very recent law approved by the Cortes of Aragon: Law 2/2009
on May 11, which establishes the legal regime applicable to the President and the
Government of Aragon.

We study first the figure of the President of Aragon, conceived in the Statute of
Autonomy of Aragon in 2007 as the central institution of the Autonomous Community,
and then the remaining members of the government, ie, the Vice President or Vice-
Presidents and Directors. The so-alled personal status of members of the Government,
with special reference to their appointment and dismissal, powers and system of incom-
patibilities, is one of the matters highlighted in the analysis of the Law 2/2009.

The new legal regulation of the Government of Aragon, superior collegiate body
of the Autonomous Community, is also under consideration in this work, in particu-
lar, issues relating to designation, powers, or functions, among others, as well as
their ability to the development and adoption of legal norms, highlighting the con-
cerns raised by the legal system provided for the Government in office or the inclu-
sion of certain organs such as collaboration and support to the Government.

This analysis of the Law 2/2009 on May 11, the President and the Govern-
ment of Aragon, is based on continuous glances to the regulation established in
recent similar legislation adopted in both the State and Autonomous Communities,
in particular in Catalonia, Andalusia and Extremadura.

Key words: President of Aragon; Aragon Government; appointment; powers;
status; system incompatibilities; performance; policy capacity.

I. INTRODUCCION

Las Cortes de Aragén, en sesién plenaria celebrada los dias 7 y 8
de mayo pasado, han sancionado la nueva Lley del Presidente y del
Gobierno de Aragén, que viene a derogar (parcialmente) el hasta ahora
vigente Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/2001, de 3
de julio, del Gobierno de Aragén, publicandose como Ley 2/2009, de
11 de mayo, en el Boletin Oficial de Aragén nim. 93, de 19 de mayo.

El Proyecto de Ley habia sido aprobado por Acuerdo del Gobierno
de Aragén de fecha 8 de julio de 2008, y publicado en el Boletin Ofi-
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cial de las Cortes de Aragén (en adelante BOCA) nim. 72, de 28 de
agosto. Como ya viene siendo prdctica habitual, el texto del proyecto legis-
lativo remitido a las Cortes de Aragdn para su tramitaciéon parlamentaria
Onicamente iba acompafiado de una escueta Memoria Justificativa (de ape-
nas tres pdginas y coincidente en gran parte con la Exposicién de Moti-
vos del proyecto) y de la Certificacién del Secretario del Gobierno de Ara-
gén, acreditativa del Acuerdo adoptado. No se aportaba una «Memoria
econémicax, ni se explicaban las posibles razones que justificaran dicha
omision.

El entonces vigente Texto Refundido de la Ley del Presidente y del
Gobierno de Aragén establecia en el articulo 26.3 que «el Gobierno apro-
baré los proyectos de ley y los enviaré para su tramitacién a las Cortes
de Aragén acompariados de una exposicién de motivos en la que, al
menos, se justificard la necesidad de promulgacién, su forma de inser-
cién en el ordenamiento juridico y una valoracién de los efectos que pue-
dan seguirse de su aplicacién. En su caso y cuando la ejecucién de la
ley conlleve efectos econémicos, el proyecto deberé ir acompaiado de
la memoria econémica correspondientes.

Por su parte, el articulo 122.1 del Reglamento de las Cortes de Ara-
gén dispone que «los proyectos de ley remitidos por la Diputacién Gene-
ral de Aragén irén acompaiados de una exposicién de motivos y de los
antecedentes necesarios para poder pronunciarse sobre ellos». A este res-
pecto, el Decreto 167/1985, de 19 de diciembre, de la Diputacién Gene-
ral de Aragén, por el que se regula la organizacién y funcionamiento de
la Asesoria Juridica de la Diputacién General de Aragén, sefiala en su
articulo 3.3.a) que la Asesoria Juridica informard sobre los anteproyectos
de Ley que hayan de someterse a la aprobacién de la Diputacién Gene-
ral. Este informe, por tanto, a efectos del Reglamento de las Cortes de
Aragén, tiene el carécter de «antecedente necesarios.

Por todo ello, puede considerarse escasa la documentacién remitida
por el Gobierno de Aragén, no sélo por el escueto contenido de la memo-
ria justificativa, sino también por la ausencia de una referencia a la memo-
ria econémica (aunque sélo sea para justificar esa ausencia) y, sobre todo,
por la omisién del informe que, con carécter preceptivo, haya sido ela-
borado por los Servicios Juridicos de la Administracién de la Comunidad
Auténoma. Volveremos sobre esta cuestion al analizar la nueva regulacién
legal relativa a la elaboracién de los proyectos legislativos.
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Concluido el plazo de presentacién de enmiendas, tras ser objeto de
varias prérrogas, fueron finalmente admitidas a trémite por la Mesa de la
Comisién Institucional un total de 94 enmiendas al articulado [y publica-
das en el BOCA nim. 91, de 14 de noviembre), de las cuales 47 las for-
mulé el Grupo Parlamentario Chunta Aragonesista; 29 el G.P. Popular;
9 el G.P. Socidlista; 8 la Agrupacién Parlamentaria Izquierda Unida de
Aragén (G.P. Mixto); y, por Gltimo, el G.P. del Partido Aragonés presentéd
1 enmienda. No hubo, por tanto, ninguna enmienda a la totalidad.

La Ponencia constituida al efecto, integrada por un representante de
cada Grupo Parlamentario de acuerdo con lo previsto en los artficulos 52
y 129 del Reglamento de las Cortes de Aragén (en concreto, D. Carlos
Tomés Navarro, del G.P. Socialista, quien fue designado coordinador de
la Ponencia; D. Manuel Guedea Martin, por el G.P. Popular; D. Javier
Allué Sus, del G.P. del Partido Aragonés; D. Chesuds Bernal Bernal, por el
G.P. Chunta Aragonesista; y D. Adolfo Barrena Salces, de la A.P. Izquierda
Unida de Aragén —G.P. Mixto—), celebré un total de ocho sesiones,
teniendo lugar la Gltima el dia 30 de abril de 2009. El Informe elevado
por la Ponencia fue aprobado, sin introducir modificacién alguna, por la
Comisién Institucional celebrada el 4 de mayo. Finalmente, el Pleno de las
Cortes aprobé la nueva ley en la sesion celebrada los dias 7 y 8 de
mayo. El Informe de la Ponencia ha sido publicado en el BOCA nim. 134,
de 7 de mayo.

Sefala el tltimo pérrafo del Preémbulo de la Ley 2/2009 que «con
la presente ley se pretende adecuar la regulacién del Presidente y del
Gobierno de Aragén al Estatuto de Autonomia de Aragén de 2007 y tra-
tar de mejorar sus normas de actuacién con el fin de adaptarlas a la
dimensién actual de las competencias que corresponden a Aragén, cuya
complejidad de gestién necesita de mecanismos dgiles y eficaces que per-
mitan una buena accién de gobierno en beneficio de los ciudadanos».

En el presente articulo se realiza un andlisis juridico del contenido de
la nueva Ley del Presidente y del Gobierno de Aragén, examinando las
cuestiones que cabe estimar mdés relevantes, para lo cual, y siguiendo la
misma estructura empleada en la nueva Ley 2/2009, se ha utilizado como
referencia comparativa, por un lado, el hasta ahora vigente Texto Refun-
dido aprobado por Decreto Legislativo 1/2001, de 3 de julio; y, por otro,
la legislacién espaiiola més reciente dictada sobre esta materia. En con-
creto, la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (de Espaiia);
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la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administracion
de la Comunidad Auténoma de Extremadura; la Ley 6/2006, de 24 de
octubre, del Gobierno de la Comunidad Auténoma de Andalucia, modi-
ficada parcialmente por la Ley 1/2008, de 27 de noviembre; y la Ley
catalana 13/2008, de 5 de noviembre, de la presidencia de la Generc-
lidad y del Gobierno. Respecto de esta dltima, cabe mencionar también
el Dictamen n0m. 288, de 5 de agosto de 2008, emitido por el Consejo
Consultivo de la Generalidad de Catalufa.

Il. SISTEMATICA DE LA LEY
1. Estructura de la Ley

La nueva Ley del Presidente y del Gobierno de Aragén consta de un
total de 50 articulos, estando estructurada en ocho Titulos, de la siguiente
manera:

— Titulo I: El Presidente (articulos 1 a 6)

— Titulo II: El Vicepresidente o los Vicepresidentes (articulos 7 y 8)
— Titulo lll: Los Consejeros (articulos 9 y 10)

— Titulo IV: El Gobierno de Aragén (articulos 11 a 21)

— Titulo V: Las Comisiones Delegadas del Gobierno (articulo 22)

— Titulo VI: Los 6rganos de colaboracién y apoyo al Gobierno (articu-
los 23 a 27)

— Titulo VII: El estatuto personal de los miembros del Gobierno (articu-
los 28 a 36)

— Titulo VIII: La capacidad normativa del Gobierno de Aragén (articu-
los 37 a 50)

La Lley se completa con seis disposiciones adicionales, dos transito-
rias, una derogatoria y una final.

Podria considerarse que la estructura comentada adolece de cierto
desorden interno, sin ajustarse, estrictamente, ni a la sistemética contenida
en el Estatuto de Autonomia de Aragén sobre esta materia ni al propio
titulo de la Ley.
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En concreto, cabe apreciar la existencia de un posible desorden
interno por dos razones. En primer lugar, cuando anticipa la regulacién
relativa al Vicepresidente o Vicepresidentes y a los Consejeros (Titulos |l
y lll) respecto de la del Gobierno (Titulo IV). En este sentido, el Estatuto
de Autonomia dedica primero el Capitulo Il del Titulo Il al Presidente y
después el Capitulo lll al Gobierno de Aragén (o Diputacion General de
Aragén), menciondndose a los miembros del Gobierno sélo en este Gltimo.
Asi, por poner dos ejemplos ilustrativos de este desorden, no parece légico
que se mencionen las atribuciones del Vicepresidente o los Vicepresiden-
tes (articulo 8) y de los Consejeros (articulo 10) antes que detallar las com-
petencias que corresponden al Gobierno (articulo 12); o que después de
regular en los tres primeros Titulos de la Ley las figuras del Presidente,
Vicepresidentes y Consejeros, haya que esperar hasta el Titulo IV para
que se declare formalmente que «El Gobierno lo componen el Presidente,
los Vicepresidentes, en su caso, y los Consejeros» (articulo 11.2).

En segundo lugar, cuando una vez reguladas en los Titulos I, Il y 1II,
como se ha sefialado, las figuras del Presidente, Vicepresidentes y Con-
sejeros, vuelve a referirse la Ley a los miembros del Gobierno para tratar
de su estatuto personal, concretamente en el Titulo VII. Y no lo hace de
inmediato, justo a continuacién, como pareceria lo légico, sino que hay
que esperar a que previamente regule las competencias del Gobierno de
Aragén, su funcionamiento, la forma y publicidad de sus decisiones, el
cese del Gobierno y sus efectos (Titulo V), asi como las Comisiones Dele-
gadas del Gobierno y los érganos de colaboracién y apoyo al Gobierno

(Titulos V y VI).

Por ofro lado, también puede considerarse incorrecta la sistemdtica
utilizada por los redactores de esta Ley cuando dedica todo un Titulo, el
V, a un tema de relevancia menor como son las Comisiones Delegadas
del Gobierno, de manera ademés que dicho Titulo queda integrado por
un solo articulo, el articulo 22. Quizd habria sido mas acertado ubicar
este precepto en el Titulo IV, dedicado al Gobierno de Aragén, siguiendo
el precedente del anterior Texto Refundido aprobado por Decreto Legisla-
tivo 1/2001, que dedicaba el articulo 17 a las Comisiones Delegadas
del Gobierno, inserto en el Titulo Il («Del Gobierno de Aragéns).

Se incumple asi lo dispuesto en las Directrices de Técnica Normativa,
dadas a conocer por el Gobierno de Aragén en octubre de 2008, que
prevé que «las disposiciones normativas extensas que contengan partes
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claramente diferenciadas se dividirdn en titulos». Asimismo, a este res-
pecto, el punto 22 de las Directrices de técnica normativa, aprobadas por
Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, sefiala que
«solo se dividirdn en titulos las disposiciones que contengan partes cla-
ramente diferenciadas y cuando su extensién asi lo aconsejex; y el punto
20, relativo a la divisién del articulado, dispone que «no se pasard de
una unidad de divisién a otra omitiendo alguna intermedia, salvo en el
caso de las secciones, ya que los capitulos podran dividirse en secciones
y estas, si procede, en subsecciones, o bien directamente en articulos».

2. indice

Se echa en falta que el texto legal no vaya precedido de un indice.
En las Leyes con una cierta extension éste es recomendable, pues con él
se facilita indudablemente el conocimiento, manejo y aplicacién de su con-
tenido. La Ley del Presidente y del Gobierno de Aragén, con un total de
50 articulos y 10 disposiciones de la parte final, alcanza esa extensién
minima que aconseja la existencia de un indice. Asi sucede con otras
leyes, como la Ley 10/2008, de 29 de diciembre, de Presupuestos de la
Comunidad Auténoma de Aragédn para el ejercicio 2009 (con 37 articu-
los y 25 disposiciones de la parte final); o con proyectos de ley actual-
mente en tramitacién en las Cortes de Aragén, como el Proyecto de Ley
de Ordenacion del Territorio de Aragén (con 56 articulos y 14 disposi-
ciones de la parte final), o el Proyecto de Ley sobre Centros de Ocio de
Alta Capacidad (con 44 articulos y 4 disposiciones de la parte final).

3. Lenguaije no sexista o discriminatorio

Cabe destacar la solucién alcanzada en la Ponencia designada para
el estudio del Proyecto de Ley respecto de la utilizacién en esta norma de
un lenguaje no sexista o discriminatorio. Cuestién en principio compleja,
dada la reiteracién a lo largo de la misma de los términos «Presidente»,
«Vicepresidente», «Consejero», «Delegados Territoriales», u otros.

El Grupo Parlamentario Chunta Aragonesista habia presentado al Pro-
yecto de Ley una enmienda, la nimero 1, proponiendo adecuar con cardc-
ter general en dicho sentido la redaccién en todo el texto con el fin de
corregir y evitar denominaciones masculinas como las citadas, y sustituir-
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las por otras genéricas que incluyeran tanto a hombres como a mujeres
(como «presidencia») o, en los casos en que ello no fuera posible, mediante
la adicién del correspondiente femenino; sefialéndose en la enmienda que
seria conveniente buscar un estilo adecuado que evitara una redaccién
recargada y/o excesivamente forzada. El mismo Grupo Parlamentario
habia formulado una enmienda muy similar con relacién al Proyecto de
Ley del Consejo Consultivo de Aragén.

Finalmente, la Ponencia opté por unanimidad por incorporar la solu-
cién ya alcanzada en la Ley 13/2006, de 27 de diciembre, de Derecho
de la Persona, consistente en introducir una nueva disposicién adicional,
la primera, con la ribrica «Términos genéricos», y el contenido siguiente:
«las menciones genéricas en masculino que aparecen en el articulado de
la presente ley se entenderdn referidas también a su correspondiente feme-
nino». Solucién asimismo trasladada a la Ley 1/2009, de 30 de marzo,
del Consejo Consultivo de Aragén.

4. Disposicion derogatoria

Por dltimo, la disposiciéon derogatoria Unica de la Ley 2/2009 plan-
tea un problema de seguridad juridica o, al menos, de «claridad norma-
tiva», pues deroga expresamente todo el contenido del hasta ahora vigente
Texto Refundido de la Ley del Presidente y del Gobierno de Aragén, de
2001, excepto el Titulo VI (relativo a la Comisién Juridica Asesora del
Gobierno de Aragén, y ya derogado expresamente por la reciente Ley
1/2009, de 30 de marzo, del Consejo Consultivo de Aragén) y el Capi-
tulo Il del Titulo V, articulos 44 a 48, rubricado «Del principio de la coo-
peracién». En definitiva, el Texto Refundido de 2001 va a continuar par-
cialmente vigente; si bien, con sélo 5 articulos de los 68 que lo integraban.

lll. EL PRESIDENTE DE ARAGON

El Presidente de Aragén es la figura central de las instituciones de la
Comunidad Auténoma, siguiendo en este sentido el modelo establecido
por la Constitucién de 1978 respecto del Presidente del Gobierno de la
Nacién, el cual aparece configurado como el elemento central en el sis-
tema espanol de gobierno parlamentario, en el que la doctrina aprecia
una tendencia de hecho al semipresidencialismo.
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Esta caracteristica del Presidente de Aragdén como institucién princi-
pal, o central, de la Comunidad Auténoma se ha visto reforzada en el
nuevo Estatuto de Autonomia de Aragén, aprobado por ley Orgénica
5/2007, de 20 de abril, cuando al atribuirle en el articulo 52, «bajo su
exclusiva responsabilidad», la facultad de acordar la disolucién de las
Cortes de Aragén con anticipacién al término natural de la legislatura, se
han suprimido gran parte de las limitaciones previstas en el articulo 23.2
del derogado Estatuto de Autonomia de 1982.

Con respecto al anterior Texto Refundido aprobado por Decreto Legis-
lativo 1/2001, no se incluye en la nueva Ley 2/2009 una regulacién simi-
lar a la contenida en el ya derogado Capitulo Il del Titulo I, relativo a la
responsabilidad politica y a la disolucién de las Cortes. En dicho Capi-
tulo, en los articulos 8 a 11, se establecia una normativa referida a la
mocién de censura y a los efectos derivados de su aprobacién, a la cues-
tién de confianza y a la disolucién anticipada de las Cortes de Aragén,
coincidente en gran medida con la prevista en los articulos 17 y 23 del
anterior Estatuto de Autonomia, y en el que se remitia en varias cuestio-
nes a la regulacién prevista en el Reglamento de las Cortes de Aragén.
La nueva Ley 2/2009, simplemente, reconoce al Presidente, en el articulo
4.4), la facultad de «Disolver las Cortes de Aragén, previa deliberacién

del Gobierno».

Excede del objeto del presente articulo entrar en el debate doctrinal
acerca de si es procedente que las materias indicadas (disolucién antici-
pada de las Cortes, mocién de censura o cuestién de confianza), incar-
dinadas en el ambito de las relaciones entre el Gobierno y el Parlamento,
puedan ser reguladas por una ley ordinaria, en desarrollo de lo previsto
en el Estatuto de Autonomia; o, por el contrario, si el desarrollo norma-
tivo de dichas materias Gnicamente cabria hacerlo mediante el Reglamento
de las Cortes. Lo cierto es que la Ley catalana 13/2008, de 5 de noviem-
bre, de la presidencia de la Generalidad y del Gobierno, contiene un
Titulo Ill, con la rdbrica «De la responsabilidad politica del presidente o
presidenta de la Generalidad y del Gobierno y de las relaciones con el
Parlamento» (articulos 42 a 46). Por su parte, la Ley 6/2006, de 24 de
octubre, del Gobierno de la Comunidad Auténoma de Andalucia, también
incluye un Titulo V, rubricado «De las relaciones de la Presidencia de la
Junta de Andalucia y del Consejo de Gobierno con el Parlamento de
Andalucia» (articulos 38 a 42), dividido en tres Capitulos relativos, res-
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pectivamente, al impulso de la accién politica y de gobierno, a la res-
ponsabilidad politica del Gobierno, y a la disolucién del Parlamento de
Andalucia. Asimismo, en la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno
y de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Extremadura, se
dedica el Titulo IV a «Las relaciones del Presidente y la Junta con la Asam-
blea de Extremadura», regulandose en el Capitulo | «el impulso de la
accién politica y de gobierno, responsabilidad politica y control parla-
mentario» (articulos 39 a 43).

En cualquier caso, llama la atencién cémo en el Preémbulo de la Ley
aragonesa 2/2009 se destaca de entre las novedades introducidas por
el Estatuto de Autonomia de 2007, «por su especial importancia, la facul-
tad del Presidente de Aragén para la disolucién anticipada de las Cortes,
reproduciendo las limitaciones a dicha facultad establecidas en el articulo
52 del Estatuto de Autonomia, y justificando la importancia de la citada
facultad con estas palabras: «Se trata de una garantia del sistema demo-
crético de tal forma que cuando la representacién de las Cortes no se
ajuste a la realidad social el Presidente pueda convocar nuevas eleccio-
nes que restauren la correcta representacién populars. Sin embargo, en
el articulado de la Ley apenas le dedica una escueta mencién en el articulo
4.4), como ya hemos visto.

1. Nombramiento

Con relacién a la eleccién y nombramiento del Presidente, la Ley
2/2009 introduce en el articulo 2 pocas novedades respecto al Texto
Refundido de 2001. Se limita a sefalar, por un lado, que el Presidente es
elegido por las Cortes de Aragén, correspondiendo su nombramiento al
Rey, mediante Real Decreto que se publicara en el Boletin Oficial del Estado
y en el Boletin Oficial de Aragén; vy, por otro, que el Presidente electo
tomard posesion de su cargo en el plazo de diez dias a partir de la publi-
cacién de su nombramiento en el Boletin Oficial de Aragén.

Una cuestién que puede plantearse al respecto es la siguiente: dado
que quien formalmente nombra al Presidente de Aragén es el Rey de
Espafia, el Jefe del Estado, con el refrendo del Presidente del Gobierno
de Espafia, y mediante Real Decreto, ;dénde y ante quién debe tomar
posesién el Presidente de Aragédn electo? Segin la practica que se viene
siguiendo en las Gltimas Legislaturas, y que parece haberse consolidado,
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la toma de posesién del Presidente electo tiene lugar en el Palacio de la
Aljaferia de Zaragoza, sede de las Cortes de Aragén, y ante los érganos
rectores de ésta. Quizd habria sido oportuno trasladar dicha préctica a
la nueva Ley, plasméndose asi en la norma legal que regula la figura del
Presidente de Aragén.

2. Atribuciones

En cuanto a las atribuciones del Presidente, el listado recogido en el
articulo 4 de la Ley 2/2009 presenta pocas novedades si lo comparamos
con el elenco de competencias establecido en el articulo 12 del derogado
Texto Refundido de 2001. La mayor parte se limita a un mero cambio de
redaccién, o a la introduccién de matizaciones carentes de mayor rele-
vancia o de un alcance significativo. Por ejemplo, en el nimero 2) del
articulo 4 se dispone que corresponde al Presidente «Promulgar, en nom-
bre del Rey, las leyes aprobadas por las Cortes de Aragén y ordenar su
publicacién», elimindndose la referencia a los Boletines Oficiales de Ara-
gén y del Estado y al establecimiento de un plazo maximo para ordenar
dicha publicacién, si contemplados en el anterior Texto Refundido (articulo
12.3). Ademés, en fase de Ponencia del Proyecto de Ley, y como conse-
cuencia de la aprobacién de las enmiendas nimeros 3 y 10, presentadas
por los Grupos Parlamentarios Socialista y Popular, respectivamente, se
«recuperd» una atribucién ya contemplada en el articulo 12.7) del dero-
gado Texto Refundido: «Facilitar a las Cortes de Aragén la informacién
que se solicite al Gobierno» (articulo 4.7) de la Ley 2/2009).

Por tanto, las escasas novedades introducidas por la Ley 2/2009
se limitan a dos atribuciones: «Establecer el programa politico del
Gobierno y velar por su cumplimiento» y «Determinar la estructura orgé-
nica de la Presidencia», recogidas en los nimeros 6) y 9) del articulo
4, respectivamente.

Algunas dudas plantea la redaccién dada al nimero 3) del articulo
4 de la nueva ley, cuando atribuye al Presidente la facultad de «Convo-
car elecciones a Cortes de Aragén, asi como su sesién constitutiva». Por
su parte, el articulo 12.4) del derogado Texto Refundido de 2001 esta-
blecia como competencia presidencial «Convocar elecciones a Cortes de
Aragén, sefialando en la convocatoria el dia de constitucién de la cémara
elegida». Cabe considerar més correcta esta segunda redaccién, pues la
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primera viene a establecer, segin su tenor literal, que serd el Presidente
de Aragén (por ofro lado, ademads, Presidente en funciones) quien con-
vocard la sesién constitutiva de las Cortes. Lo cual resulta, como minimo,
chocante en el modelo de relaciones existente entre el Gobierno y el Par-
lamento. Una cosa es que en el Decreto de convocatoria de elecciones a
Cortes de Aragén se fije por el Presidente del Gobierno el dia y la hora
en que tendrd lugar la sesién constitutiva del Parlamento aragonés, de
acuerdo también con lo previsto en el articulo 1 del Reglamento de las
Cortes, y otra muy distinta que sea el propio Presidente del Gobierno en
funciones quien convoque formalmente la sesién constitutiva del nuevo Par-
lamento, en detrimento del Presidente en funciones de las Cortes de Ara-
gén, el cual sigue ostentando la condicién de Presidente de la Diputacién
Permanente de la Camara; esto es, contina siendo el Presidente del 6rgano
al que corresponde velar por los poderes de las Cortes de Aragdn cuando
éstas quedan disueltas por haber expirado su mandato o por haberse pro-
ducido el supuesto sefialado en el articulo 48.3 del Estatuto de Autono-
mia, de conformidad con lo previsto en el arficulo 70.1 del Reglamento
de las Cortes.

3. Estatuto personal

La Ley 2/2009 regula el estatuto personal del Presidente de Aragén
de forma dispersa, de manera que en el Titulo | de la Ley sélo se incluye
sobre esta materia lo previsto en el apartado 3 del articulo 1: «El Presi-
dente tendré el tratamiento de excelencia, derecho a utilizar la bandera
y el escudo de Aragén como guién y a los honores correspondientes a
su cargox. Vuelve a tratar esta cuestién en el Titulo VII, si bien se refiere
éste al estatuto personal de todos los miembros del Gobierno, con la Unica
singularidad referida al Presidente contenida en el articulo 28 in fine,
cuando sefala que éste, ademds, debe ostentar la condicion de Diputado
de las Cortes de Aragén. Y, nuevamente, dedica a esta cuestiéon las dis-
posiciones adicionales segunda, tercera y cuarta, relativas a la residencia
oficial del Presidente, al estatuto de los ex Presidentes y al régimen de pre-
cedencias, respectivamente.

Lo mas relevante, sin duda, estd recogido en el Titulo VII, que anali-
zaremos mds adelante.
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4. Cese

Mayor interés, y también dudas e interrogantes, presenta el articulo
6 de la Ley 2/2009, relativo al cese del Presidente, en cuyo apartado
1 se establecen como causas del mismo las siguientes: a) Celebracién
de elecciones a Cortes de Aragén; b) Aprobacién de una mocién de
censura; c) Pérdida de una cuestién de confianza; d) Dimisién; e) Falle-
cimiento; f) Incapacidad permanente que le imposibilite para el ejercicio
de su cargo, reconocida por las Cortes de Aragén por mayoria abso-
luta a propuesta de cuatro quintas partes de los miembros del Gobierno;
g) Sentencia judicial firme que le inhabilite para el ejercicio de su cargo;
h) Pérdida de la condicién de Diputado a Cortes de Aragén; i) Incom-
patibilidad no subsanada. Algunas de ellas requieren un comentario mas
detenido.

La redaccion dada en la nueva Ley a la letra a) del articulo 6.1 («Cele-
bracién de elecciones a Cortes de Aragén») plantea la duda de cuéndo
cesa exactamente el Presidente del Gobierno [y, con él, todo el Gobierno)
y, por tanto, a partir de qué momento concreto continia como Presidente
de Aragén en funciones. A este respecto, pueden plantearse diversas hipé-
tesis: por ejemplo, que se trate del mismo dia de la publicacién en el Bole-
tin Oficial de Aragén del Decreto del Presidente del Gobierno de convo-
catoria de elecciones a Cortes de Aragén; que sea el mismo dia de las
elecciones; o también, como tercera posibilidad, que se refiera al dia
siguiente a la celebracién de éstas. En este tema, la Ley 2/2009 se limita
a repetir lo dispuesto en el arficulo 51 del Estatuto de Autonomia de Ara-
goén: «El Presidente cesa por la celebracién de elecciones a Cortes de
Aragény.

Se entiende mds correcta la redaccion contenida en el articulo 101.1
de la Constitucién de 1978, segin la cual «El Gobierno cesa tras la cele-
bracién de elecciones generales», y reproducida en diversas Leyes regu-
ladoras del Gobierno. Asi, por ejemplo, en el arficulo 21.1 de la Lley
50/1997, del Gobierno (de Espaiia); en el articulo 12.1.a) de la
Ley andaluza 6/2006; y en el articulo 21.2 de la Ley 1/2002, de Extre-
madura. Por el contrario, la Ley 13/2008, de Cataluiia, puede inducir
también a confusién cuando en su articulo 7.1.a) establece que el presi-
dente de la Generalidad cesa «Por cambio de legislatura a consecuen-
cia de unas elecciones».
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En la fase de Ponencia, durante la tramitacién parlamentaria del enton-
ces Proyecto de Ley, se introdujo como nueva causa de cese del Presidente
su fallecimiento. Asi se establece también en el articulo 101.1 de la Cons-
titucion de 1978; y en los articulos 7.1.e) de la Ley 13/2008, de Cata-
luAa; 12.1.f) de la Ley 6/2006, de Andalucia; y 15.1.f) de la Ley 1/2002,
de Extremadura.

La razén principal para incluir en la Ley, de forma expresa, el falle-
cimiento o defuncién como causa de cese del Presidente, no es tanto plas-
mar la obviedad consistente en que una vez muerto no es posible conti-
nuar siendo Presidente de un Gobierno (con la dificultad de los supuestos
legales de declaracién judicial de fallecimiento, previstos en el Cédigo
Civil), sino determinar expresamente, evitando cualquier ofra posible solu-
cién o incertidumbres al respecto, qué concretas normas deben aplicarse
para la sucesion o la sustitucién del ya ex-Presidente.

La letra f) del apartado 1 establece el cese del Presidente por inca-
pacidad permanente que le imposibilite para el ejercicio de su cargo.
Quizé deberia haberse especificado que ha de tratarse de una incapaci-
dad permanente fisica o mental. Por otro lado, se establece un doble requi-
sito para poder reconocer la existencia de esta causa de cese: que lo
aprueben las Cortes de Aragéon por mayoria absoluta, a propuesta de cua-
tro quintas partes de los miembros del Gobierno. Por tanto, segin esta
redaccion, por un lado, las Cortes de Aragén carecen de iniciativa en
este supuesto, correspondiendo en cambio a los miembros del Gobierno
y, por ofro, la mayoria requerida en la Camara para su reconocimiento
(51 por 100) es significativamente més reducida que la exigida a los
miembros del Gobierno para formular su iniciativa de cese del Presidente
(80 por 100).

Ciertamente, puede parecer extraiia al sistema parlamentario espa-
fiol la intervencién de los miembros del Gobierno para instar el cese de
su Presidente por causa de incapacidad permanente y, ademds, que se
condicione a la aprobacién por una mayoria tan reforzada. No puede
olvidarse que el Presidente ha sido elegido, investido como tal, por las
Cortes de Aragén, no por los otros miembros del Gobierno de Aragén; y
responde, precisamente, ante las Cortes de Aragén. Por ello, la aprecia-
cién de la existencia de esta causa de cese no deberia estar supeditada
a la exigencia de una iniciativa previa exclusiva de los miembros del
Gobierno.
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Por el contrario, si podria exigirse una determinada mayoria en las
Cortes de Aragén para instar el cese del Presidente por incapacidad per-
manente, y una mayoria reforzada para su reconocimiento o aprobacién.
Si bien, ciertamente, en cualquier caso, los Diputados de las Cortes podrian
intentar el cese del Presidente del Gobierno mediante la presentacién de
una mocién de censura.

En la regulacién contenida en ofras leyes autonémicas encontramos
ejemplos de ambas soluciones. Asi, la Ley catalana 13/2008 prevé en el
arficulo 7.1.d) que el presidente de la Generalidad cesa «Por incapaci-
dad permanente, fisica o mental, que lo inhabilite para el ejercicio del
cargo, que debe ser solicitada por la mayoria absoluta de los diputados
y reconocida por una mayoria de dos fercios». Por su parte, la Ley 6/2006,
de Andalucia, después de establecer en el articulo 12.1.e) la incapaci-
dad permanente fisica o mental como causa de cese, afade en el apar-
tado 2 que «la incapacidad a que hace referencia la letra e) del
apartado anterior debe ser apreciada por el Consejo de Gobierno,
excluida la persona titular de la Presidencia de la Junta de Andalucia,
por unanimidad, y propuesta al Parlamento de Andalucia que, en caso
de que la estime, deberd declararla por mayoria absoluta»; conteniendo
la Ley 1/2002, de Extremadura, una redaccién idéntica a la ley anda-
luza (articulo 15). Finalmente, respecto del Presidente del Gobierno de la
Nacién, nada dicen sobre esta cuestién ni la Constitucién de 1978 ni la

Lley 50/1997.

El Grupo Parlamentario Popular, por medio de la enmienda nim. 13,
propuso la supresién de esta causa de cese del Presidente, si bien dicha
enmienda fue rechazada.

Més criticable es la redaccién del apartado 3 del articulo 6 de la
nueva Ley, referido a las consecuencias inmediatas derivadas del cese del
Presidente. Se limita a sefialar que «En los cuatro primeros supuestos del
apartado 1, el Presidente continuard en funciones hasta la toma de pose-
sién de su sucesor; en los demés casos, se aplicarén las normas de sus-
titucién de los miembros del Gobiernos. La critica se basa en las siguien-
tes razones.

Parece evidente, en primer lugar, que entre los citados cuatro prime-
ros supuestos del apartado 1 hay una diferencia sustancial, que radica en
la existencia o no de una previsién de regulacién relativa a la eleccién
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del sucesor del Presidente cesado. Asi, por un lado, en el supuesto de
cese del Presidente por la celebracion de elecciones a Cortes de Aragén,
el proceso de eleccién del sucesor estd perfectamente contemplado en el
articulo 48 del Estatuto de Autonomia, mediante el denominado procedi-
miento de investidura, previéndose incluso la disolucion de las Cortes elec-
tas y la convocatoria de nuevas elecciones si ningdn candidato hubiere
sido investido transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitu-
cién de las Cortes. También, para el caso en que el Presidente cesa como
consecuencia de la aprobacién de una mocién de censura, el articulo 50.4
del Estatuto de Autonomia sefiala expresamente que «(...) El candidato a
la Presidencia se entenderd investido del cargo y el Presidente de las Cor-
tes lo comunicard al Rey para su nombramiento». Y lo mismo sucede
cuando el Presidente cesa por la pérdida de una cuestién de confianza,
en cuyo caso dispone el articulo 49.3 del Estatuto de Autonomia que «(...)
Deberd, entonces, procederse a la eleccién de un nuevo Presidente».

Sin embargo, ninguna previsién estatutaria o legal existe con relacién
a la eleccién del sucesor en el supuesto de cese por dimisiéon del Presi-
dente de Aragén. Nada dice al respecto el Estatuto de Autonomia, y tam-
poco se regula esta cuestion en la nueva Ley 2/2009, la cual simplemente
sefala, como se ha visto, que el Presidente continuard en funciones hasta
la toma de posesién de su sucesor. Existe, en definitiva, un vacio legal
que, en determinadas circunstancias politicas, puede conducir a una situa-
cién de bloqueo institucional, dado que, por ejemplo, el Presidente en fun-
ciones no puede disolver las Cortes de Aragén (articulo 6.4.c).

La segunda razén que justifica la critica al apartado 3 del articulo 6
de la Ley 2/2009 se refiere a su inciso final, en el que se establece que
«[...) en los demés casos (de cese del Presidente), se aplicardn las nor-
mas de sustitucién de los miembros de Gobierno».

La sustitucién de los miembros del Gobierno se encuentra regulada
en el articulo 29 de la Ley, cuyo apartado 1 se limita a indicar que «Al
Presidente lo sustituye el Vicepresidente o los Vicepresidentes por su orden,
en los casos de vacante, ausencia, enfermedad u ofro impedimento tem-
poral. En defecto de los Vicepresidentes sustituyen al Presidente los Con-
sejeros por su orden. Al sustituto del Presidente se le considerard como
Presidente en funciones y tendrd derecho a los mismos honores y trata-
miento que la presente ley reconoce al Presidente». No parece ésta una
regulacién adecuada para los supuestos de cese del Presidente del
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Gobierno, dada la relevancia institucional que esta cuestién tiene; o, al
menos, cabe entender que es incompleta dicha regulacién, por las razo-
nes que siguen.

En primer lugar, seria mas correcto hablar de casos de «cese» y no
de «vacante». Si el cargo de Presidente de Aragdn se encuentra vacante
sélo puede obedecer al hecho de que su hasta entonces titular ha cesado
por alguna de las causas previstas en el apartado 1 del articulo 6 de la
Ley 2/2009. Si el puesto estd vacante se debe, precisamente, al cese del
Presidente; es sélo una consecuencia del cese.

En segundo lugar, también seria més correcto distinguir entre «susti-
tucién» y «suplencia» del Presidente, para diferenciar el cardcter defini-
tivo o meramente temporal del cambio en el ejercicio de la Presidencia
del Gobierno. La sustitucién del Presidente se produce en los supuestos en
que éste ha cesado, de acuerdo con el articulo 6 de la Ley 2/2009; tiene,
por fanto, carécter definitivo. Mientras que la suplencia se limita a los
casos de ausencia, enfermedad u ofro impedimento temporal del Presi-
dente; se trata, por ello, de cubrir una situacién en principio muy limitada
en el tiempo.

Esta distincidn entre sustitucién y suplencia del Presidente no es baladi,
pues alude a ofra consecuencia de gran relevancia institucional: dado que
el Gobierno cesa cuando lo hace su Presidente (articulos 56 del Estatuto
de Autonomia y 21 de la Ley 2/2009), en los casos de sustitucién del
Presidente cesado nos encontramos ante un Gobierno en funciones, un
Gobierno también cesante, cuya principal misién es facilitar el normal
desarrollo del proceso de formacién del nuevo Gobierno y el traspaso de
poderes al mismo, limitandose su gestién al despacho ordinario de los
asuntos pUblicos. Mientras que en los supuestos de ausencia, enfermedad
u ofro impedimento temporal del Presidente, el Gobierno cuenta con todas
sus capacidades, no estando sometido a las limitaciones previstas en los
articulos 6.4 y 21 de la Ley 2/2009. En consecuencia también, por tanto,
solo deberia tener la consideracién de Presidente en funciones el Vice-
presidente o, en su caso, el Consejero, que sustituyera al Presidente cesado.
De ahi que, para los casos de ausencia, enfermedad u otro impedimento
temporal del Presidente, en algunas Comunidades Auténomas se hable de
Presidente interino o de suplente del Presidente, pero no de Presidente en
funciones. Y también, por la citada razén, suelen estar ain més limitadas
las atribuciones del suplente del Presidente, que las previstas para el Pre-
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sidente sustituto o en funciones. Si no se realiza esta distincién, podria
darse el absurdo de que coincidieran, al mismo tiempo, dos Presidentes:
el Presidente del Gobierno «titular», en pleno ejercicio de sus funciones,
que se haya, por ejemplo, en un viaje oficial al extranjero de varios dias
de duracién; y un Presidente en funciones, ante la citada ausencia por
viaje del Presidente «fitular».

Esta viene a ser, mutatis mutandis, la normativa establecida respecto
de estas cuestiones en los articulos 6 y 7 de la Ley 13/2008, de Cata-
lufia; arficulos 13 y 14 de la ley 6/2006, de Andalucia; y articulos 16
a 18 de la Ley 1/2002, de Extremadura. Asi, el articulo 14.2 de la Ley
andaluza 6/2006 dispone que «Quien supla al Presidente o a la Presi-
denta de la Junta de Andalucia (en los supuestos de ausencia, enferme-
dad o impedimento temporal) sélo podré ejercer las atribuciones que sean
necesarias para el despacho de los asuntos de trdmite, salvo los casos
de urgencia o interés general debidamente acreditados».

Y, en tercer lugar, la regulacién en la Ley 2/2009 relativa a la sus-
titucion del Presidente cesado deberia haberse completado con una pre-
vision expresa de la puesta en marcha por el Presidente de las Cortes de
Aragén, con cardcter inmediato, del procedimiento de eleccién de un nuevo
Presidente de Aragén. Esto es, en los supuestos de cese del Presidente
contemplados en las letras ¢) a i) del articulo 6.1 de la nueva ley, no
basta con prever la sustitucién del Presidente cesado, sino que es nece-
sario establecer, precisamente en la ley que regula el régimen juridico apli-
cable al Presidente de Aragédn, y al no haberlo dispuesto el Estatuto de
Autonomia (salvo en el caso de pérdida de la cuestiéon de confianza), que
de forma inmediata debe restituirse la normalidad institucional, de manera
que se proceda por las Cortes de Aragén a la designacién de un nuevo
Presidente del Gobierno.

Asi se establece expresamente en el articulo 99.1 de la Constitucién
de 1978, que dispone lo siguiente: «Después de cada renovacién del
Congreso de los diputados, y en los demds supuestos constitucionales en
que asi proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designa-
dos por los grupos politicos con representacién parlamentaria, y a través
del Presidente del Congreso, propondré un candidato a la Presiden-
cia del Gobierno»; desarrollandose el procedimiento de investidura en los
apartados siguientes de este mismo articulo. Los citados otros supuestos
constitucionales estan previstos en el articulo 101.1 de la Constitucién:
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a) en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria, segin lo dis-
puesto en el articulo 114.1 de la Constitucién; b) por dimisién del Presi-
dente; c) como consecuencia del fallecimiento del Presidente del Gobierno.

Proceso de eleccién del nuevo Presidente que no deberia prolongarse
en el tiempo, por lo que si, transcurridos dos meses desde la fecha del
cese del Presidente, no hubiera ningin candidato a sucederle, o ninguno
de los presentados hubiera logrado ser investido como nuevo Presi-
dente de Aragén, deberia procederse a la disolucién de las Cortes de
Aragén y a la convocatoria de nuevas elecciones, en aplicacién de lo pre-
visto en el articulo 48.3 del Estatuto de Autonomia. Esta es la solucién
prevista en el articulo 99, apartado 5, de la Constitucién de 1978, en
cuya virtud «Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera
votacién de investidura, ningdn candidato hubiere obtenido la confianza
del Congreso, el Rey disolver4 ambas Cémaras y convocard nuevas elec-
ciones con el refrendo del Presidente del Congreso».

Finalmente, cabe sefalar que en la fase de Ponencia, durante la tra-
mitacién parlamentaria del Proyecto de Ley, se introdujo el apartado 2 del
articulo 6, en cuya virtud el cese del Presidente de Aragén se formalizaré
de igual manera que su nombramiento; esto es, mediante Real Decreto,
firmado por el Rey como Jefe del Estado, con el refrendo del Presidente
del Gobierno de la Nacién, el cual asimismo deberd ser publicado tanto
en el Boletin Oficial de Aragén como en el del Estado. Con una excep-
cién, prevista en este mismo apartado: si el Presidente resulta reelegido
tras la celebracion de las elecciones a las Cortes de Aragén, Gnicamente
se publicard el Real Decreto de su nombramiento. Asi ha sucedido en los
afos 2003 y 2007. En este Gltimo, por ejemplo, se publicé el dia 6 de
julio de 2007, tanto en el Boletin Oficial de Aragén (nim. 80) como en
el Boletin Oficial del Estado (ntm. 161), exclusivamente el Real Decreto
895/2007, de 5 de julio, por el que se nombra Presidente de Aragén a
don Marcelino Iglesias Ricou.

IV. EL VICEPRESIDENTE O VICEPRESIDENTES Y LOS CONSEJEROS
Una de las principales novedades contenidas en la Ley 2/2009, con

relacion al derogado Texto Refundido de 2001, viene referida a la figura
del Vicepresidente al presumir la nueva Ley la posibilidad de su nombra-
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miento sin necesidad de ostentar la condicién de Consejero. Asi, el articulo
8 in fine establece que cuando el Vicepresidente o los Vicepresidentes
«asuman la titularidad de un Departamento, ostentardn, ademds, la con-
dicién de Consejero».

Con esta norma se viene a poner fin a la polémica suscitada en el
afio 2007, al inicio de la presente VIl Legislatura de las Cortes de Ara-
gén, cuando el Presidente del Gobierno nombré un Vicepresidente sin ser
éste, al mismo tiempo, Consejero. Lo cual podria conculcar lo dispuesto
en el articulo 4 del Texto Refundido de 2001, cuyo apartado 1 estable-
cia expresamente que «El Presidente, mediante Decreto, podrd nombrar
a uno de sus Consejeros como Vicepresidente», afadiendo el apartado
2 que «A efectos oficiales, la denominacién del Vicepresidente iré seguida,
en su caso, de la relativa a su Departamento».

También se dispone en la Ley 2/2009, como novedad, la facultad del
Presidente de nombrar varios Vicepresidentes, frente a la limitacién de un
dnico Vicepresidente hasta ahora vigente, debiendo el Presidente en ese
caso sefalar en el Decreto de nombramiento el orden de prelacion de los
mismos. Sobre esta cuestion, la Agrupacién Parlamentaria Izquierda Unida
de Aragén —G.P. Mixto— presenté al Proyecto de Ley la enmienda nimero
14, mediante la cual proponia limitar hasta un méximo de dos el no-
mero de Vicepresidentes del Gobierno; esta enmienda fue rechazada.

Llama la atencién en la nueva Ley 2/2009 la escasisima regulacién
dedicada al nombramiento y cese de los Vicepresidentes y los Consejeros
del Gobierno de Aragén, siendo mas llamativa an dicha parquedad nor-
mativa si la comparamos con la regulacién establecida respecto del Pre-
sidente o, incluso, con la prevista para los miembros de los Gabinetes y
otros érganos de asistencia y apoyo de similar naturaleza.

Asi, la Ley 2/2009 practicamente se limita a prever el nombramiento
por el Presidente del Gobierno del Vicepresidente o los Vicepresidentes,
sin ni siquiera mencionar la posibilidad de su remocién o cese (articulo
7). Y en cuanto a los Consejeros, el articulo 9.1 si avanza algo més en
este aspecto aunque sélo sea para proclamar sencillamente que «El Pre-
sidente nombra y separa libremente a los Consejeros |...)».

Sin embargo, nada se dice en la nueva Ley respecto de la evidente
necesidad de publicar en el Boletin Oficial de Aragén los respectivos Decre-
tos del Presidente del Gobierno de nombramiento del Vicepresidente, o

362



ANALISIS JURIDICO DE LA NUEVA LEY DEL PRESIDENTE Y DEL GOBIERNO DE ARAGON

Vicepresidentes, y de los Consejeros. Tampoco se especifica cuando dicho
nombramiento surtird los correspondientes efectos establecidos en el orde-
namiento juridico; esto es, a partir de qué concreta fecha adquieren los
citados miembros del Gobierno los derechos inherentes al respectivo cargo
(por ejemplo, los retributivos), cudndo podrén ejercer las facultades y atri-
buciones legalmente previstas (por ejemplo, dictar Ordenes), o en qué
momento asumen los deberes y obligaciones propios de dicha responsa-
bilidad (por ejemplo, en materia de incompatibilidades). Se entiende, por
ser ésta la practica habitual, que tales efectos se producen a partir de la
fecha de la toma de posesién del cargo, y no de la fecha de publicacién
del Decreto de nombramiento en el Boletin Oficial, pero esta cuestion debe-
ria haber quedado clara en la Ley.

No es ésta una cuestion menor, ya que el Gobierno se entenderd
constituido Gnicamente una vez que sus miembros hayan tomado posesién
del cargo respectivo. En el caso del Presidente del Gobierno, el artficulo
2.3 de la nueva ley dispone en este sentido que «El Presidente electo
tomard posesién de su cargo en el plazo de diez dias a partir de la publi-
cacién de su nombramiento en el Boletin Oficial de Aragén». Asimismo,
podria haberse regulado en la Ley 2/2009 dénde y ante quién debe tener
lugar el acto formal de toma de posesién del cargo por el Vicepresidente
o Vicepresidentes y los Consejeros.

También deberian haberse contemplado expresamente en la Ley
2/2009 oftras cuestiones tales como: las posibles causas de cese del Vice-
presidente, o Vicepresidentes, y de los Consejeros del Gobierno; la necesi-
dad de publicacién en el Boletin Oficial de Aragén del Decreto de cese; y
la determinacién de la fecha de efectos del mismo, que normalmente suele
establecerse en el propio Decreto de cese. Como posibles causas de cese
de estos miembros del Gobierno suelen establecerse las siguientes: a) Al
cesar el Presidente; b) Dimisién, aceptada por el Presidente; c) Revocacion
de su nombramiento; d) Fallecimiento; e) Sentencia judicial firme que le inha-
bilite para el ejercicio del cargo; f) Incompatibilidad no subsanada.

V. EL GOBIERNO DE ARAGON

Hay que esperar hasta llegar al Titulo IV de la Ley 2/2009 para
encontrar, ya en el articulo 11, una primera referencia genérica al
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Gobierno de Aragén. Asi, el apartado 1 dispone que «El Gobierno de
Aragén, bajo la direccién de su Presidente, establece la politica general
y la accién exterior, dirige la Administracién autonémica y vela por la
defensa de la autonomia aragonesa. Ejerce la funcién ejecutiva y la potes-
tad reglamentaria de acuerdo con las leyes».

Otras leyes autonémicas incluyen en su articulado una definicién del
Gobierno. Por ejemplo, la Ley 13/2008, de Catalufia, afirma en el articulo
3.1 que «El Gobierno es el érgano superior colegiado que dirige la accién
politica y la Administracién de la Generalidad», afiadiendo el apartado
2 que «El Gobierno ejerce la iniciativa legislativa, la funcién ejecutiva, la
potestad reglamentaria y las demds funciones que le asignan la Consti-
tucién, el Estatuto y las leyes». De una manera similar a esta norma se
expresan el articulo 3 de la Ley andaluza 6/2006: «El Consejo de
Gobierno es el érgano superior colegiado que ostenta y ejerce las fun-
ciones ejecutivas y administrativas de la Junta de Andalucia. A tal fin, le
corresponde la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria de acuerdo
con el Estatuto de Autonomia y con la ley»; y el articulo 19 de la Ley
1/2002, de Extremadura, en el que se dispone que «la Junta de Extre-
madura es el érgano colegiado que ejerce las funciones propias del
Gobierno de la Comunidad Auténoma. Asimismo, de acuerdo con las
directrices generales del Presidente, establece la politica general y dirige
la Administracién de la Comunidad Auténoma y ejerce la funcién ejecu-
tiva y la potestad reglamentaria en el marco de la Constitucién y del Esta-
tuto de Autonomia.

1. Denominacion

Una cuestion debatida en la Ponencia parlamentaria constituida para
el estudio del Proyecto de Ley fue la propia denominacién del Gobierno
de Aragén, al utilizarse en el Proyecto legislativo el término «Consejo de
Gobierno» en cuatro ocasiones. En concreto:

— En el articulo 4.15), el cual establecia como atribucién del Presi-
dente «Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo de
Gobierno»

— En el articulo 13, relativo a las normas de funcionamiento del
Gobierno, que sefalaba que éste «se redne en Consejo de
Gobierno |...)»
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— En el articulo 22.2.b), en cuya virtud correspondia a la Comisio-
nes Delegadas del Gobierno «Estudiar aquellos asuntos que, afec-
tando a varios Departamentos, requieran la elaboracién de una
propuesta conjunta previa a su resolucién por el Consejo de
Gobierno»

— En el articulo 44.2.1%, relativo a la ordenacién jerarquica de los
reglamentos segin el respectivo orden de los 6rganos de los que
emanen, que ubicaba en el nivel més alto de dicha ordenacién
jerarquica las «Disposiciones aprobadas por Decreto del Presidente
del Gobierno o del Consejo de Gobierno»

Sobre esta cuestion, el Grupo Parlamentario Popular habia presen-
tado dos enmiendas, proponiendo en ambas la supresién del término «Con-
sejo de Gobierno», de forma que en la Ley resultante Gnicamente se utili-
zara el término «Gobierno»: concretamente, la enmienda nimero 4, relativa
al articulo 4.15); y la enmienda nimero 78, dirigida al articulo 44.2.1¢.

Puede resultar ilustrativo conocer cémo estd regulada esta materia en
ofras normas, estatales y autonémicas:

1) Constitucién de 1978 y ley 50/1997, de 27 de noviembre, del
Gobierno.

En la Constitucion espafiola de 1978 se utilizan tanto la expresién
«Gobierno» como la de «Consejo de Ministros», si bien esta Oltima en un
nimero de veces muy inferior, sélo en cinco articulos:

— Arficulo 62.f), en virtud del cual corresponde al Rey «Expedir los
decretos acordados en el Consejo de Ministros {...)»

— Articulo 62.g), que atribuye al Rey la facultad de asistir a las sesio-
nes del Consejo de Ministros

— Avrticulo 88, el cual establece que «los proyectos de ley serén
aprobados en Consejo de Ministros {...)»

— Articulo 112, relativo a la facultad del Presidente del Gobierno de
plantear ante el Congreso de los Diputados una cuestiéon de con-
fianza, «previa deliberacién del Consejo de Ministros»

— Articulo 115, que atribuye al Presidente del Gobierno la facultad
de proponer la disolucién del Congreso, del Senado o de las Cor-
tes Generales, «previa deliberacién del Consejo de Ministros»
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— Avrticulo 116.2 y 3, en cuya virtud los estados de alarma y excep-
cién, respectivamente, seran declarados por el Gobierno «mediante
decreto acordado en Consejo de Ministros»

Algunos autores han sefialado, apoydndose en lo dispuesto en el
articulo 98.1 CE, que «Gobierno» y «Consejo de Ministros» pueden ser
términos con los que denominar dos érganos distintos, al establecer la CE
que «El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en
su caso, de los Ministros y de los demés miembros que establezca la leys».
Asi, el «Gobierno» seria el completo érgano ejecutivo superior, en el que
se incluirian también «los demds miembros que establezca la ley», alusién
ésta referida a los Secretarios de Estado (siguiendo un modelo de compo-
sicién del Gobierno similar a la existente en Francia, por ejemplo), mien-
tras que «Consejo de Ministros» seria el érgano ejecutivo superior exclusi-
vamente integrado por el Presidente, los Vicepresidentes y los Ministros.

En la actualidad, de acuerdo con la Ley 50/1997, de 27 de noviem-
bre, del Gobierno, ambos términos vienen a significar lo mismo, dado que
en virtud del articulo 1.2 «El Gobierno se compone del Presidente, del
Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros», afia-
diendo el apartado 3 que «Los miembros del Gobierno se reénen en Con-
sejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno». Esta es la
opinién de Javier PEREz ROYO, para quien cuando la CE utiliza la expre-
sién Consejo de Ministros «lo hace siempre en el mismo sentido: como
institucién a través de la cual ejerce su actividad el Gobierno en cuanto
érgano constitucional. El Gobierno es, pues, el término abstracto con el
que se define el poder al que se atribuyen las competencias constitucio-
nales. El Consejo de Ministros es la institucién concreta a través de la
cual el Gobierno ejerce dichas competencias de manera externamente
reconocible. El término Gobierno expresaria la titularidad del poder eje-
cutivo. El término Consejo de Ministros haria referencia al ejercicio de

dicho poder. No hay ninguna ofra diferencia entre ambos» (PEREZ ROYO,
2005, pp. 840-841).

En el caso de las Comunidades Auténomas, Santiago MuNoz
MacHADO utiliza indistintamente los términos «Consejo Ejecutivo», «Con-
sejo de Gobierno» o «Gobierno» para referirse al érgano superior cole-
giado que ostenta y ejerce las funciones ejecutiva y administrativa de la
respectiva Comunidad Auténoma (MuNoz MAcHADO, 2007, Tomo I, pp.
72y ss.).
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2) Estatuto de Autonomia de Andalucia y Ley 6/2006, de 24 de octu-
bre, del Gobierno de la Comunidad Auténoma de Andalucia.

El Estatuto de Autonomia de Andalucia vigente en el momento de
entrada en vigor de la Ley 6/2006, aprobado por Ley Orgdnica 6/1981,
de 30 de diciembre, contenia los articulos siguientes:

— Arficulo 24.1: La Junta de Andalucia es la instituciéon en que se
organiza politicamente el autogobierno de la Comunidad Auté-
noma. La Junta de Andalucia estd integrada por el Parlamento, el
Consejo de Gobierno y el Presidente de la Junta.

— Arficulo 34: El Consejo de Gobierno de Andalucia es el 6rgano
colegiado que ostenta y ejerce las funciones ejecutivas y adminis-
trativas de la Junta de Andalucia. El Consejo de Gobierno estd
integrado por el Presidente y los Consejeros.

Esta organizacién institucional ha sido incorporada al nuevo Estatuto
de Autonomia, aprobado por Ley Organica 2/2007, de 19 de marzo, cuyo
articulo 99 establece que la Junta de Andalucia estd integrada por el Par-
lamento de Andalucia, la Presidencia de la Junta y el Consejo de Gobierno.

En coherencia con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomia, el articulo
3 de la Ley 6/2006 define, como hemos visto, al Consejo de Gobierno
como «el érgano superior colegiado que ostenta y ejerce las funciones
ejecutivas y administrativas de la Junta de Andalucia. A tal fin, le corres-
ponde la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria de acuerdo con
el Estatuto de Autonomia y con la ley», dedicando el Titulo Il a regular la
composicién, el estatuto personal de sus miembros y las atribuciones del
Consejo de Gobierno.

3) Estatuto de Autonomia de Extremadura y ley 1/2002, de 28 de
febrero, del Gobierno y de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Extremadura.

El término «Consejo de Gobierno» no aparece en el primer Estatuto
de Autonomia de Extremadura, aprobado por Ley Orgénica 1/1983, de
25 de febrero, estableciendo el articulo 19 que «La Comunidad Auténoma
ejercerd sus poderes a través de la Asamblea de Extremadura, de la Junta
de Extremadura y de su Presidente».

Con la reforma del Estatuto de Autonomia, aprobada por Ley Orgé-
nica 12/1999, de 6 de mayo, se introduce en la norma estatutaria la
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denominacién «Consejo de Gobierno» en el articulo 34.1, en cuya virtud
«El Presidente de la Junta de Extremadura, previa deliberacién del Con-
sejo de Gobierno y bajo su exclusiva responsabilidad, podré acordar la
disolucién de la Asamblea de Extremadura [...)». Asimismo, el contenido
del anterior articulo 19 ha pasado ahora, sin ninguna modificacién, al
articulo 18.

No obstante, en la legislacién ordinaria de Extremadura ya se utili-
zaba la expresién «Consejo de Gobierno» antes de la citada reforma en
1999 de su Estatuto de Autonomia. Por ejemplo, en la primera Ley del
Gobierno y de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Extre-
madura (Ley 2/1984, de 7 de junio), y en la Ley 5/1985, de 3 de junio,
de Incompatibilidades de los miembros del Consejo de Gobierno y Altos
Cargos de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Extremadura.

Asi, en el articulo 1.2 de la Ley 2/1984 se establecia que «Son érga-
nos de Gobierno y Administracién de la Comunidad Auténoma:

— El Presidente de la Junta.
— la Junta de Extremadura, reunida en Consejo de Gobierno.
— los Consejeros.»

La introduccién del término «Consejo de Gobierno» se explicaba de
la siguiente manera en la Exposicién de Motivos de la Ley 2/1984:

«El titulo Il regula a la Junta de Extremadura como érgano de Gobierno
y de la Administracién y de forma particular su naturaleza, composicién,
cese, atribuciones y funcionamiento. Dado que en el titulo preliminar de la
Lley se define a la Junta de Extremadura como Institucién, se produce una
identidad de términos para la denominacién de dos figuras distintas: Institu-
cién y Organo. Tal identidad, motivada por exigencias del Estatuto, se ha
obviado utilizando la expresién «Junta de Extremadura reunida en Consejo
de Gobierno» cuando se hace referencia al Organo.»

En la vigente Ley 1/2002, por el contrario, se ha eliminado el tér-
mino «Consejo de Gobierno» en el articulo 3, en el que se enumeran como
érganos de Gobierno y Administracion de la Comunidad Auténoma el Pre-
sidente de la Junta de Extremadura; la Junta de Extremadura; y los Con-
sejeros. Si bien continta utilizandose esa denominaciéon en el articulado
de la citada Ley.
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4) Estatuto de Autonomia de Cataluia y ley 13/2008, de 5 de
noviembre, de la Presidencia de la Generalidad y del Gobierno.

El nuevo Estatuto de Autonomia de Cataluiia, aprobado por ley Orgé-
nica 6/2006, de 19 de julio, establece en el articulo 2.2 que «La Gene-
ralitat estd integrada por el Parlamento, la Presidencia de la Generalitat,
el Gobierno y las demés instituciones que establece el Capitulo V, del
Titulo Il», afiadiendo el articulo 68.1 que «El Gobierno es el érgano supe-
rior colegiado que dirige la accién politica y la Administracién de la Gene-
ralitat. Ejerce la funcién ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo
con el presente Estatuto y las leyes». En definitiva, el término «Consejo de
Gobierno» no aparece en el Estatuto de Autonomia catalén. Y tampoco
es utilizado en la Ley 13/2008, de 5 de noviembre, de la presidencia de
la Generalidad y del Gobierno, la cual emplea con mayor frecuencia el
término «Gobierno» y también, si bien sélo en unas pocas ocasiones,
el de «Gobierno de la Generalidads».

Finalmente, la Ponencia de las Cortes de Aragén acordé suprimir en
el Proyecto de Ley el término «Consejo de Gobierno», de manera que en
la nueva Lley 2/2009 ya no aparece dicha expresion.

2. Competencias

El elenco de competencias del Gobierno de Aragén viene reco-
gido en el arficulo 12 de la Ley 2/2009. Esto es, las atribuciones del
Gobierno, en tanto érgano superior colegiado de la Comunidad Auténoma,
se relacionan en el texto legal sélo una vez que previamente ya se han
detallado las respectivas competencias de cada uno de los miembros indi-
viduales que lo componen: del Presidente en el articulo 4; de los Vicepre-
sidentes en el articulo 8; y de los Consejeros en el articulo 10.

Dicho listado aparece también precedido de la declaracién genérica
contenida en el apartado 1 del articulo 11, ya mencionada, en cuya vir-
tud «El Gobierno de Aragén, bajo la direccién de su Presidente, establece
la politica general y la accién exterior, dirige la Administracién autoné-
mica y vela por la defensa de la autonomia aragonesa. Ejerce la funcién
ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con las leyes». De esta
declaracién de la Ley 2/2009, posiblemente inspirada en dltima instan-
cia en el articulo 97 de la Constitucion de 1978, destaca, por un lado,
su amplitud si la comparamos con lo previsto en el articulo 53.1 del Esto-
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tuto de Autonomia de 2007, que escuetamente se limita a afirmar que «El
Gobierno de Aragén ejerce la funcién ejecutiva y la potestad reglamen-
taria»; y, por otro, la referencia expresa a la defensa de la autonomia
aragonesa, atribucién ésta que debe compartir con el Justicia de Aragén,
Institucién que tiene encomendadas como «misiones especificas» la tutela
del ordenamiento juridico aragonés, velando por su defensa y aplicacién,
y la defensa del Estatuto de Autonomia, de acuerdo con lo dispuesto en
el articulo 59.1 de la norma institucional béasica aragonesa. En este sen-
tido, no se trata de una competencia novedosa, dado que en el articulo
16.3) del derogado Texto Refundido de 2001 ya se atribuia al Gobierno
de Aragén la competencia para «Promover cuantas iniciativas requiera la
defensa del Estatuto, sin perjuicio de las competencias de las Cortes de
Aragén (...)».

Sobre la relacién de competencias reconocidas al Gobierno, el Pre-
&dmbulo de la nueva Ley afirma que «Otro aspecto sobre el que debe lla-
marse la atencién es la incorporacién entre las atribuciones del Gobierno
de nuevas competencias asumidas por la Comunidad Auténoma de Ara-
gén como es el caso de las consultas populares, la Administracién de Jus-
ticia, la accién exterior o la convocatoria de referéndum sobre futuras
reformas estatutarias».

Ciertamente, entre las novedades més significativas contempladas en
el articulo 12 se encuentran las competencias relativas a la genéricamente
denominada «accién exterior» de la Comunidad Auténoma, en légica cohe-
rencia con lo dispuesto en los Capitulos Ill y IV del Titulo VII del Estatuto
de Autonomia de 2007, dedicados a las relaciones con la Unién Euro-
pea y a la accién exterior de la Comunidad Auténoma, respectivamente.
Asi, frente a la Gnica mencién contenida en el articulo 16.17) del Texto
Refundido de 2001, que atribuia al Gobierno la competencia, que deno-
taba una posicién més bien secundaria, «Para adoptar las medidas nece-
sarias para la ejecucién dentro del propio territorio de los tratados y con-
venios internacionales y de los actos normativos de las organizaciones
internacionales, en cuanto afecten a materias que correspondan a com-
petencias de la Comunidad Auténoma {...)», la Ley 2/2009 reconoce un
papel mucho més activo a la Comunidad Auténoma en materia de accién
exterior, que ejerce por medio del Gobierno de Aragén, asignéndole com-
petencias para: solicitar del Gobierno de Espaia la celebracién de trata-
dos o convenios internacionales en materias de interés para Aragén
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(ntmero 11 del articulo 12); autorizar los acuerdos de colaboracién en
el dmbito de la Unién Europea y de accién exterior (nimero 12); desig-
nar representantes de la Comunidad Auténoma de Aragén en las dele-
gaciones espafolas ante las instituciones y organismos de la Unién Euro-
pea que fraten asuntos de su competencia o que afecten a los intereses
de Aragén (ndmero 22); y designar representantes de la Comunidad Auté-
noma de Aragén en las delegaciones negociadoras de tratados y conve-
nios internacionales en los asuntos que afecten a las competencias o a los
intereses de Aragén (nimero 23). De esta manera, competencias que en
el Estatuto de Autonomia de 2007 genéricamente se atribuyen a la Comu-
nidad Auténoma, ahora la Ley 2/2009 concreta en el Gobierno de Ara-
gén su titularidad, o al menos su ejercicio.

Lo mismo sucede con la competencia establecida en el nimero 19)
del articulo 12. El Estatuto de Autonomia de 2007 prevé en el articulo
72.3 que «[...) para la defensa de los derechos relacionados con el agua
contemplados en el articulo 19, la Comunidad Auténoma emitiré un
informe preceptivo para cualquier propuesta de obra hidréulica o de trans-
ferencia de aguas que afecte a su territorio {...)». En su dia, con motivo
de la aprobacién por el Gobierno de la nacién del Real Decreto-ley
3/2008, de 21 de abril, de medidas excepcionales y urgentes para garan-
tizar el abastecimiento de poblaciones afectadas por la sequia en la pro-
vincia de Barcelona, se suscité una pequefia polémica sobre qué institu-
cién debia emitir dicho informe; en concreto, si correspondia al Gobierno
o a las Cortes de Aragén. Por tanto, el articulo 12.19) de la Ley 2/2009,
que tiene su origen en la enmienda nim. 18, del Grupo Parlamentario
Chunta Aragonesista, resuelve esta cuestion atribuyendo la citada com-
petencia al Gobierno de Aragén, el cual deberd remitir a las Cortes de
Aragén el informe elaborado, para conocimiento de éstas.

Asimismo, el nimero 20) del articulo 12 viene a concretar en el
Gobierno de Aragén la titularidad de la competencia reconocida a la
Comunidad Auténoma en el articulo 101.3 del Estatuto de Autonomia de
2007 para «Designar sus representantes en los organismos econémicos,
las instituciones financieras y las empresas piblicas del Estado, cuyas com-
petencias se extiendan al territorio aragonés, de acuerdo con la legisla-
cién estatals.

Més dudosa es la atribucién competencial al Gobierno de Aragén
recogida en el nimero 26) del articulo 12, segin la cual le corresponde
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«Determinar los limites de las demarcaciones territoriales de los érganos
jurisdiccionales |[...)». A este respecto, el articulo 68.1 del Estatuto de Auto-
nomia de 2007 sefiala que «Corresponde a la Comunidad Auténoma
determinar los limites de las demarcaciones territoriales de los 6rganos
jurisdiccionales. La capitalidad de las demarcaciones judiciales se fijaré
por ley de las Cortes de Aragén». La duda que se plantea es la compa-
tibilidad o no de esta atribucién al Gobierno de Aragén con lo dispuesto
en el articulo 35 de la Ley Orgdnica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, cuyo apartado 1 establece que «la demarcacién judicial, que
determinard la circunscripcién territorial de los érganos judiciales, se esta-
bleceré por ley», aiadiendo el apartado 2 que «A tal fin, las Comuni-
dades Auténomas participardn en la organizacién de la demarcacién judi-
cial de sus ferritorios respectivos, remitiendo al Gobierno, a solicitud de
éste, una propuesta de la misma en la que fijarén los partidos judicia-
les». Quizéa habria sido més correcto decir «proponer» en lugar de «deter-
minar», tal y como aparece recogido en el articulo 107 del Estatuto de
Autonomia de Catalufia.

Finalmente, cabe sefialar que prdcticamente todas las competencias
del Gobierno de Aragén previstas en el articulo 16 del Texto Refundido
de 2001 han sido recogidas en la Ley 2/2009, si bien en muchos casos
con matizaciones o diferentes redacciones, mas o menos acertadas. Las
nicas excepciones, légicas por ofra parte, las constituyen los nimeros 27)
y 28) del articulo 16 del Texto Refundido ya derogado, relativos a las rela-
ciones de coordinacién, direccion y control del Gobierno de Aragén con
las Diputaciones Provinciales y Ayuntamientos, que no aparecen en el
articulo 12 de la nueva Ley.

3. Funcionamiento

El Capitulo Il del Titulo IV de la Ley 2/2009 estd dedicado al fun-
cionamiento del Gobierno de Aragén. De conformidad con lo expresado
en el Preémbulo de la nueva Lley, «Sobre las normas de funcionamiento
del Gobierno, destaca la incorporacién de medios teleméticos adaptén-
dose a la nueva era tecnolégica». Y asi, en efecto, el articulo 15.3 dis-
pone que «El Gobierno podré constituirse y adoptar acuerdos mediante
el uso de medios telemdticos», anadiendo el articulo 18.3 que «/...) el
Secretario podré valerse de los medios telemdticos adecuados que garan-
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ticen la identidad de los comunicantes y la autenticidad de los mensajes,
informaciones y manifestaciones verbales o escritas transmitidas {...)».

Sin embargo, el citado articulo 15 contiene una redaccién que puede
entenderse como defectuosa técnicamente o, al menos, que induce a con-
fusion, pudiendo resultar equivoca, cuando en dicho articulo se habla de
«constitucién del Gobierno». En efecto, en la robrica de este articulo se
dice «constitucién y adopcién de acuerdos»; en el apartado 1 se afirma
que «Para la validez de la constitucién del Gobierno y sus acuerdos es
necesaria |...)»; y en el apartado 3, como hemos visto, se establece que
«El Gobierno podré constituirse |...) mediante el uso de medios telemdti-
cos». Y, asimismo, puede parecer técnicamente incorrecta la redaccion de
esta norma legal cuando, en el también mencionado apartado 3 del
articulo 18, se indica que el Secretario del Gobierno «(...) verificaré el
cumplimiento de los requisitos establecidos para la vélida constitucién del
é6rgano y para la adopcién de sus acuerdos».

En definitiva, en la nueva Ley 2/2009 puede confundirse la «consti-
tucién del Gobierno» con la «celebracion de las reuniones del Gobierno»
y con la exigencia de un determinado quérum de asistencia de sus miem-
bros para la vélida celebracién de las reuniones, asi como de un concreto
quérum de votacién para la valida adopcion de sus decisiones por el
Gobierno, que es a lo que efectivamente se esta refiriendo este Capitulo,
intitulado «Funcionamiento del Gobierno de Aragén». Se estd hablando,
en realidad, de un quérum de asistencia (y de un quérum de votacién).

En puridad, el Gobierno de Aragén queda constituido cuando toman
posesion el Vicepresidente o Vicepresidentes y los Consejeros, una vez
nombrados por el Presidente; esto es, el Gobierno no se constituye tantas
veces como reuniones celebra, sino una Gnica vez, cuando tiene lugar su
primera reunion.

En este sentido, parece mds correcta técnicamente la redaccion con-
tenida en el articulo 28 de la Ley catalana 13/2008, rubricado «Reu-
niones», y con el que se inicia el Capitulo de la Ley dedicado al funcio-
namiento del Gobierno, cuando establece que «El Gobierno se reine
convocado por el presidente o presidenta de la Generalidad. La convo-
catoria debe acompanarse del orden del dia de la reunién» (apartado
1), afiadiendo que «Para que las deliberaciones y decisiones del Gobierno
sean vdlidas, es preciso que estén presentes el presidente o presidenta
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de la Generalidad, o quien lo supla, y por lo menos la mitad de los con-
sejeros» (apartado 2).

Y también puede estimarse mds acertada, aunque utilizara el término
«se constituyan», la redaccién establecida en el articulo 42.1.b) del dero-
gado Texto Refundido de 2001, en cuya virtud «Para que se constituyan vdli-
damente las reuniones del Gobierno, se precisard la asistencia del Presi-
dente, o de quien le sustituya, y de la mitad, al menos, de los Consejeros».
Al menos quedaba claro con dicha redaccién que lo que se constituia no
era el Gobierno como tal, sino la concreta reunién a celebrar por éste.

Asimismo, también puede estimarse incorrecto el término «acuerdos»
utilizado en los articulos 15y 18 de la Ley 2/2009. De conformidad con
lo establecido en el articulo 19 de esta misma Ley, debia haberse emple-
ado la palabra «decisiones» del Gobierno, en la que se incluyen tanto los
decretos como los acuerdos, propiamente dichos, adoptados por éste.

Por ofro lado, en el apartado 1 del articulo 15 se establece, como
hemos visto, el quérum de asistencia necesario para la validez tanto de
la celebracién de sus reuniones por el Gobierno como de la adopcién de
sus decisiones, exigiendo «[...) la presencia del Presidente y el Secreta-
rio, o quienes les sustituyan, y la mitad de sus miembros». Esta (ltima
expresion puede resultar equivoca: se refiere a la mitad de sus miembros
incluidos el Presidente y el Secretario, o excluidos éstos? Quizd la redac-
cién habria sido mdés clara a estos efectos si hubiera dicho, por ejemplo,
«[...) y de la mitad, al menos, del resto de sus miembros». Nuevamente,
debe decirse que en este punto era mas correcta la redaccién contenida
en el ya transcrito articulo 42.1.b) del derogado Texto Refundido de 2001.

También se echa en falta en este Capitulo de la Ley 2/2009, dada
su relevancia, una referencia més detallada a las actas de las reuniones
del Gobierno, en el que se expresara su contenido minimo: tiempo y lugar
de su celebracién, relacién de asistentes, decisiones adoptadas e informes
presentados. Asi se contiene, por ejemplo, en los articulos 18.3 de la
Lley 50/1997; 30.3 de la ley 6/2006, de Andalucia; y 25.3 de la Ley
1/2002, de Extremadura. En cambio, en la nueva Ley aragonesa se hace
sélo una referencia més bien indirecta a las actas de las reuniones en el
articulo 18, relativo a la Secretaria del Gobierno.

Finalmente, en el apartado 3 del articulo 18 se indica que «[...) En
la celebracién de las reuniones en las que no estén presentes en el mismo
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lugar quienes integran el Gobierno, el Secretario hard constar esta cir-
cunstancia en el acta (...)». Se trata de una redaccién que puede entrar
en contradiccién con el articulo 17, en el cual se prevé la posibilidad de
la asistencia a las reuniones del Gobierno de personas distintas a los miem-
bros de éste; en concreto, altos cargos, empleados piblicos de la Admi-
nistracién y expertos. Por ello, podria haberse dicho «todos los asisten-
tes» en lugar de «quienes integran el Gobierno».

4. Gobierno en funciones

Como se ha podido comprobar recientemente en la Comunidad Auté-
noma Vasca, la cuestién de la regulacién juridica de un Gobierno en fun-
ciones no es un tema menor, o de importancia residual. Es, por el con-
trario, una materia relevante en la determinacién del régimen juridico
aplicable a un Gobierno. Parece l6gico, desde el punto de vista de la legi-
timidad democrética, que quieran imponerse ciertas limitaciones al ejer-
cicio del poder por un Gobierno cesante. La justificacién de tales posibles
limitaciones es evidente: el Gobierno en funciones es un Gobierno inte-
rino, una suerte de Gobierno provisional, a la espera de la eleccién por
las Cortes de un nuevo Presidente y la formacién de un nuevo Gobierno,
que gocen de la confianza parlamentaria.

En la nueva Ley 2/2009 se dedica el arficulo 21 a esta materia,
sefialando su apartado 2 que «El Gobierno en funciones facilitara el nor-
mal desarrollo del proceso de formacién del nuevo Gobierno, asi como
el traspaso de poderes, y continuaréd ejerciendo sus funciones hasta la
toma de posesién del nuevo Gobierno». Regulacién que se completa con
lo dispuesto en el articulo 6.4, relativo al Presidente en funciones, en el
que se establece que éste no podrd ejercer las siguientes facultades: a)
Designar y separar a los miembros del Gobierno; b) Crear, modificar o
suprimir los Departamentos; c) Disolver las Cortes; d) Plantear la cuestion
de confianza.

Es correcta, sin duda, la referencia a la obligacién del Gobierno en
funciones de facilitar el normal desarrollo del proceso de formacién del
nuevo Gobierno y el traspaso de poderes. Es lo propio de un sistema
democrético consolidado, fundamentado en un esencial principio de leal-
tad institucional. Sin embargo, no parece tan acertado el Gltimo inciso del
articulo 21.2 de la Ley 2/2009, cuando se limita a indicar que el Gobierno
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cesante «continuard ejerciendo sus funciones», sin més limitaciones, en
principio, que las previstas en el articulo 6.4.

Se trata de una regulacién excesivamente generosa para el Gobierno
en funciones, y més bien peligrosa para el Gobierno entrante, sobre
todo en situaciones de fuerte enfrentamiento partidista, pues éste al tomar
posesién de sus cargos puede encontrarse con un conjunto de decisiones
absolutamente contrarias a su programa electoral, o al programa de inves-
tidura, o que, conlleven, simplemente, comprometer importantes cantidades
del presupuesto de la Comunidad Auténoma, reduciendo asi su margen de
actuacién al inicio del mandato. Decisiones que, con base en el articulo
21.2 de la Ley 2/2009 serian, en principio, vinculantes juridicamente para
el Gobierno entrante, el cual no tendria mas remedio para poder anular-
las que acudir a las vias de revision de los actos administrativos previstas
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Admi-
nistraciones Piblicas y del Procedimiento Administrativo Com(n.

Por ello, puede considerarse necesario que la norma legal reguladora
del régimen juridico del Gobierno sea mas explicita en la determinacién
de concretas limitaciones y exclusiones en el ejercicio de sus competen-
cias cuando se trate de un Gobierno en funciones. En este sentido, tanto
en el articulo 21.3 de la Ley 50/1997, del Gobierno de Espaia, como
en los articulos 27.1 de la Ley catalana 13/2008; 37.3 de la Ley ando-
luza 6/2006; y 22.1 de la Ley 1/2002, de Extremadura, se incluye una
referencia expresa a que el Gobierno en funciones limitard su gestiéon «al
despacho ordinario de los asuntos piblicos de su competencia, abste-
niéndose de adoptar cualesquiera otra medidas, salvo razones de urgen-
cia o de interés general cuya acreditacién expresa asi lo justifique». Se
trata, ciertamente, de limitaciones fundamentadas en conceptos juridicos
indeterminados pero que, en definitiva, constrifien la libertad de accién
del Gobierno en funciones.

Y también, expresamente, suele disponerse que el Gobierno cesante
no podrd: a) Aprobar el proyecto de ley de presupuestos de la Comuni-
dad Auténoma; b) Presentar proyectos de ley a las Cortes; c) Dictar Decre-
tos Legislativos. Asi viene establecido en los articulos 21.5 de la Ley
50/1997; 37.5 de la Ley 6/2006, de Andalucia; y 27 de la Ley 13/2008,
de Cataluiia. Por su parte, el articulo 22.2 de la Ley 1/2002, de Exire-
madura, contiene adn més limitaciones que las tres citadas, no pudiendo
la Junta de Extremadura, por ejemplo, solicitar a la Asamblea de Exire-
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madura que se relna en sesién extraordinaria; aprobar y autorizar con-
venios de colaboracién y acuerdos de cooperacién con el Estado y demés
Administraciones Publicas; nombrar y separar los altos cargos de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma; ni crear Comisiones Delegadas del
Consejo de Gobierno.

5. Comisiones Delegadas del Gobierno

Fuera de cualquier logica sistemética, la Ley 2/2009 dedica todo
un Titulo, el V, a un Gnico articulo, el 22, relativo a las Comisiones Dele-
gadas del Gobierno. Habria sido mas correcto ubicarlo en el Titulo IV,
intitulado «El Gobierno de Aragén», como un Capitulo especifico si se
prefiere, e inmediatamente anterior al Capitulo relativo al Gobierno en
funciones. En este sentido, en el hasta ahora vigente Texto Refundido de
2001, las Comisiones Delegadas del Gobierno estaban reguladas en
el articulo 17, dentro del Titulo Il, también rubricado «Del Gobierno de
Aragbn».

Sin duda, de las atribuciones que corresponden a las Comisiones
Delegadas del Gobierno en la nueva Ley 2/2009, la més destacada es
la prevista en la letra c) del apartado 2 del citado articulo 22: «Dictar
disposiciones de cardcter general, de acuerdo con lo previsto en la pre-
sente ley», reconocida asimismo en los articulos 43.3 y 44.2.2° de la
nueva Ley.

Se trata de una facultad atribuida por vez primera en la normativa
aragonesa, dado que hasta ahora las Comisiones Delegadas del Gobierno
eran consideradas simples «érganos de trabajo de cardcter interno», segln
la definicién contenida en el derogado Texto Refundido de 2001.

Sin embargo, debe sefialarse que esta facultad de dictar disposicio-
nes de cardcter general no estd prevista en las leyes autondémicas mas
recientemente aprobadas ni en la ley estatal sobre el Gobierno. Asi, la
Ley 50/1997 sélo contempla como reglamentos las disposiciones apro-
badas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o del Consejo de
Ministros y las disposiciones aprobadas por Orden Ministerial (articulo
23.3), pudiendo las Comisiones Delegadas del Gobierno Gnicamente adop-
tar acuerdos. Tampoco la Ley 13/2008, de Cataluiia; la Ley 6/2006, de
Andalucia; ni la Ley 1/2002, de Extremadura, contienen un precepto simi-
lar al ahora aprobado con la nueva Ley 2/2009.
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En la actualidad, son cuatro las Comisiones Delegadas creadas por
el Gobierno de Aragén: a) Comisién Delegada del Gobierno para la Poli-
tica Territorial, creada por Decreto 101/1999, de 3 de septiembre (modi-
ficado por los Decretos 51/2002, de 19 de febrero; y 228/2007, de 18
de septiembre); b) Comisién Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
némicos, creada por Decreto 239/2003, de 16 de septiembre; c) Comi-
sion Delegada del Gobierno «Aragén 2008», creada por Decreto
2/2005, de 11 de enero (modificado por el Decreto 277/2007, de 6 de
noviembre); y d) Comisién Delegada del Gobierno para asuntos relacio-
nados con la Sociedad de la Informacién, creada por Decreto 318/2007,
de 18 de diciembre.

VI. ORGANOS DE COLABORACION Y APOYO AL GOBIERNO

La Ley 2/2009 dedica el Titulo VI a los que denomina «érganos de
colaboracién y apoyo al Gobierno». La principal duda que suscita el con-
tenido de este Titulo se refiere a los articulos 24, 26 y 27, relativos a los
Delegados Territoriales del Gobierno de Aragén, la delegaciéon del
Gobierno en Madrid y la delegacion del Gobierno ante la Unién Euro-
pea, respectivamente. En concreto, la cuestién que cabe plantear es si
tales Delegaciones del Gobierno pueden ser consideradas realmente «érga-
nos de colaboracién y apoyo al Gobierno», como se afirma en la nueva
Ley o, por el contrario, son érganos de la Administracién de la Comuni-
dad Auténoma de Aragén.

Andlizada la legislacién comparada que se viene utilizando en el pre-
sente articulo, se observa lo siguiente:

— En la Ley 50/1997, reguladora del Gobierno de la Nacién, se
incluye como érganos de colaboracién y apoyo del Gobierno a:

— los Secretarios de Estado

— la Comision General de Secretarios de Estado y Subsecretarios
— el Secretariado del Gobierno

— los Gabinetes

— La Ley 13/2008, de Catalufia, limita los érganos de asistencia y
apoyo al Gobierno a:
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— la Secretaria del Gobierno
— el Consejo Técnico del Gobierno

si bien en un Capitulo dedicado a la organizacién del Gobierno alude a
los Departamentos, los comisionados y los delegados territoriales del
Gobierno

— la ley 6/2006, de Andalucia, no contiene ningin Capitulo ni
Titulo similar al Titulo VI del Proyecto de Ley aragonesa, si bien si
regula en el articulo 36 la Comisiéon General de Viceconsejeros y
Viceconsejeras

— La Lley 1/2002, de Extremadura, prevé como érganos de apoyo
y colaboracién de la Junta de Extremadura a:

— la Comisién de Secretarios Generales
— los Gabinetes

Es decir, 6rganos similares a los Delegados Territoriales del Gobierno
de Aragén, la Delegacién del Gobierno en Madrid y la Delegacion del
Gobierno ante la Unién Europea, existentes tanto en la Administracion
General del Estado como en las tres citadas Comunidades Auténomas, no
se incluyen en ningdn caso como «érganos de colaboracién y apoyo al
Gobierno».

Por el contrario, los Delegados Territoriales del Gobierno de Aragén
inequivocamente forman parte de la Administracion de la Comunidad Auté-
noma, son 4rganos de ésta, estando integrados en la llamada «organi-
zacién territorial» de dicha Administracién. Asi aparecen regulados en el
Capitulo Il del Titulo Il (rubricado «De la organizacién administrativas),
articulos 21 a 23, del vigente Texto Refundido de la Ley de la Adminis-
tracién de la Comunidad Auténoma de Aragdn, aprobado por Decreto
Legislativo 2/2001, de 3 de julio. También, en este sentido, en el ahora
derogado Texto Refundido de la Ley del Presidente y del Gobierno de Ara-
goén, de 2001, los Delegados Territoriales del Gobierno de Aragén esta-
ban regulados en el articulo 18, dentro del Titulo II, intitulado «Del
Gobierno de Aragén», sin tener, por tanto, ese caracter de «érganos de
colaboracién y apoyo al Gobiernos.

La delegacién del Gobierno ante la Unién Europea estd prevista en
el Estatuto de Autonomia de Aragén de 2007, cuyo articulo 92.2 dis-
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pone que «la Comunidad Auténoma de Aragén establecerd una dele-
gacién para la presentacién, defensa y promocién de sus intereses ante
las instituciones y érganos de la Unién Europea». Por tanto, no es un
mero 6rgano de colaboracién y apoyo al Gobierno, sino un érgano de
la Comunidad Auténoma, integrado en su Administracién, y de relevan-
cia estatutaria.

Y con relacién a la delegacion del Gobierno en Madrid, aunque nada
dice de ella el Estatuto de Autonomia, es clara la similitud de este érgano
con el anterior. Dada su vocacién de permanencia (han transcurrido varias
Legislaturas desde su creacién), puede entenderse asimilado a un érgano
de la Administracién de la Comunidad Auténoma.

Se trata, en definitiva, de 6rganos administrativos y, en cuanto tales,
deberian estar previstos y regulados en la Ley de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragédn, pero no en la Ley del Presidente y del
Gobierno de Aragén.

Respecto de los ofros érganos regulados en la Ley 2/2009, cuya
caracterizacién como de colaboracién y apoyo al Gobierno ninguna duda
plantea, esto es, la Comisiéon de Viceconsejeros y Secretarios Generales
Técnicos y los Gabinetes, procede realizar varios comentarios.

Sobre la Comisién de Viceconsejeros y Secretarios Generales Técni-
cos, regulada en el articulo 23 de la Ley 2/2009, su antecedente remoto
se encuenira en el Decreto 164/1993, de 19 de octubre, por el que se
crea la Comisién de Coordinacién Administrativa de la Diputacion Gene-
ral de Aragén, derogado por el Decreto 35/2004, de 24 de febrero, y
en el que se modifica la regulacién de dicha Comisién. Por su parte, en
el articulo 42.2 del derogado Texto Refundido de 2001, se preveia la
existencia de una Comisién de Secretarios Generales Técnicos o de Vice-
consejeros, presidida por el Vicepresidente, configurada como un érgano
de preparaciéon de las reuniones del Gobierno de Aragén. Aunque el Pre-
&dmbulo de la Ley 2/2009 ofirma que «se refuerza» esta Comisién, ape-
nas existen en la nueva Ley variaciones significativas o relevantes que jus-
tifiquen tal declaracién, més alléd de su correcta ubicacién sistemdtica en
el Capitulo de la Ley dedicado a los érganos de colaboracién y apoyo
al Gobierno.

En cuanto a los Gabinetes, en el Preémbulo de la nueva Ley apare-
cen citados también como una de las novedades introducidas en esta Ley,
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«en su consideracién de érganos de apoyo politico y técnico del Presi-
dente, Vicepresidentes y Consejeros, reconociéndose su imprescindible
labor en apoyo de la accién politica del Gobierno», estando regulados
en el articulo 25 de la Ley 2/2009. Ciertamente, es una novedad su inclu-
sién en la Ley dedicada al Presidente y al Gobierno de Aragén, pero no
en el ordenamiento juridico aragonés pues hasta la fecha su régimen juri-
dico venia establecido en el articulo 20 del Texto Refundido de la Ley de
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, que cabe enten-
der ahora tacitamente derogado. Sin duda, se trata de una modificacion
acertada de su «ubicacién normativa», dado que los Gabinetes no pue-
den ser considerados, estrictamente, como érganos de la Administracién
de la Comunidad Auténoma, sino érganos de apoyo politico a los miem-
bros del Gobierno, como sefiala el Predmbulo. Por tanto, hasta la nueva
Ley 2/2009, respecto de los Gabinetes se producia la misma situacion
que la criticada con relacién a los Delegados Territoriales del Gobierno
de Aragén, la Delegacién del Gobierno en Madrid y la Delegacién del
Gobierno ante la Unién Europea, pero a la inversa: estaban «ubicados»
en la ley de la Administracién de la Comunidad Auténoma, cuando la
norma legal por la que propiamente debian regirse era la Ley del Presi-
dente y del Gobierno de Aragén.

Por ofro lado, y fruto de una transaccién alcanzada en la Ponencia
con motivo de las enmiendas nimeros 36 y 37, presentadas por los Gru-
pos Parlamentarios Popular y Chunta Aragonesista, respectivamente, se
introdujo en el articulo 25 de la Ley 2/1999 el apartado 5, en cuya vir-
tud «El nombramiento y cese de los Directores, Jefes y demds miembros
de los Gabinetes, asi como del resto de érganos de asistencia y apoyo
previstos en el apartado 2 del presente articulo, serén objeto de publi-
cacién en el Boletin Oficial de Aragén»; estos otros érganos de asisten-
cia y apoyo a que se refiere el apartado 2 del articulo 25 son los de rela-
cién con los medios de comunicacién, la portavocia del Gobierno, el
protocolo institucional y la representacién exterior. Se trata, indudable-
mente, de una medida importante que puede hacer posible lograr una
mayor transparencia en una materia cierfamente controvertida.
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VII. ESTATUTO PERSONAL DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO
1. Requisitos y sustitucion

El articulo 28 de la Ley 2/2009 establece unos determinados requi-
sitos para ser miembro del Gobierno, practicamente idénticos a los pre-
vistos en el arficulo 11 de la Ley 50/1997, del Gobierno de Espaiia. La
dnica diferencia radica en el requisito especifico exigido al Presidente de
Aragén: debe ostentar la condicién de Diputado de las Cortes de Aragén,
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 46.1 del Estatuto de Autonomia
de 2007: «El Presidente de Aragén es elegido por las Cortes de Aragén,
de entre sus diputados y diputadas [...)». Requisito éste no previsto en la
Constitucién de 1978, la cual no exige expresamente que el Presidente del
Gobierno de la Nacién sea miembro del Congreso de los Diputados.

La nueva Ley regula en el articulo 29 la denominada sustitucion de
los miembros del Gobierno. Como ya se ha indicado al analizar la regu-
lacion del Presidente de Aragén, la legislacién comparada utilizada en el
presente trabajo, y ya citada, distingue entre sustitucién y suplencia. El tér-
mino «susfitucién» se reserva para los supuestos en que el titular del cargo
ha cesado, por lo que el puesto estd provisionalmente vacante, a la espera
del nombramiento de un nuevo titular. Por el contrario, el término «suplen-
cia» estd previsto para los casos en que el titular del cargo estd ausente,
enfermo o afectado por otro impedimento temporal para el desempefio
del puesto. Por tanto, cabe reiterar que, dada su trascendencia institucio-
nal, la sustitucion del Presidente, con motivo de su cese, deberia estar
regulada en el Titulo I, a él dedicado, reservando el articulo 29 a los
supuestos de ausencia, enfermedad u otro impedimento personal, tanto del
Presidente como del resto de miembros del Gobierno; e insistir en que sélo
deberia ser considerado Presidente en funciones el miembro del Gobierno
que sustituyera al Presidente cesado.

2. Fuero procesal

El articulo 55 del Estatuto de Autonomia de 2007 sélo contempla el
fuero procesal penal de los miembros del Gobierno de Aragén. Y lo mismo
sucedia en el derogado Texto Refundido de 2001, en los articulos 6 y
23, relativos al fuero procesal del Presidente y de los Consejeros, res-
pectivamente.
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El articulo 30 de la Ley 2/2009 incluye también, en el apartado 3,
una referencia expresa al fuero procesal civil, en virtud del cual «La res-
ponsabilidad civil de los miembros del Gobierno, por hechos cometidos
en el ejercicio de sus respectivos cargos, serd exigible ante el Tribunal
Superior de Justicia de Aragén.»

El conocimiento de las demandas de responsabilidad civil por hechos
realizados en el ejercicio de su cargo por los miembros de un Gobierno
autonémico Unicamente corresponde a la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo «cuando asi lo determine su Estatuto de Autonomia», segin esta-
blece el articulo 56.32 de la vigente Ley Orgdnica /1985, de 1 de julio,
del Poder Judicial. Dado que el articulo 55 del Estatuto de Autonomia de
Aragén, como se ha indicado, se limita a regular la responsabilidad penal,
la civil es exigible ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior
de Justicia de Aragén.

Asi lo dispone el articulo 73.2.a) de la citada Ley Organica del Poder
Judicial, en cuya virtud la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior
de Justicia conocerd «En Gnica instancia, de las demandas de responsa-
bilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de sus respectivos car-
gos, dirigidas contra el Presidente y miembros del Consejo de Gobierno
de la comunidad auténoma y contra los miembros de la Asamblea legis-
lativa, cuando tal atribucién no corresponda, segin los Estatutos de Auto-
nomia, al Tribunal Supremos».

El fuero procesal civil de los miembros del Gobierno también viene
regulado expresamente en el articulo 9.3 de la Ley 1/2002, de Exire-
madura, el cual estd referido en concreto al Presidente autonémico, en el
que se establece que «La responsabilidad civil por hechos relativos a su
funcién seré exigible ante el Tribunal Superior de Justicia de Extrema-
dura»; respecto del fuero procesal civil del Vicepresidente o Vicepresi-
dentes y de los Consejeros, el articulo 35 de la Ley citada Ley 1/2002
contiene idéntica previsién. También se refiere la Ley 6/2006, de Anda-
lucia, a la responsabilidad civil del Presidente (en el articulo 17) y de los
deméas miembros del Gobierno (en el articulo 26.2).

3. Incompatibilidades

La cuestion del régimen de incompatibilidades de los miembros del
Gobierno y, por extensién, de los restantes altos cargos de la Adminis-
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tracién de la Comunidad Auténoma, es siempre una materia rodeada de
cierta polémica. De hecho, el Capitulo de la nueva Ley dedicado a las
incompatibilidades, junto con las referencias a esta materia contenidas en
las disposiciones de la parte final y en la Exposicién de Motivos, fue, con
diferencia, el més enmendado por los Grupos Parlamentarios, habiendo
recibido un total de 43 enmiendas, sobre las 94 presentadas.

En este sentido, se afirma en el Predambulo de la Ley 2/2009 que
«Merece una especial atencién dentro de la regulacién del Estatuto per-
sonal de los miembros del Gobierno las disposiciones relativas a las incom-
patibilidades, que mejoran claramente la anterior regulacién introduciendo
nuevas exigencias con el fin de evitar conflictos de intereses en el ejerci-
cio de su funcién [...). El objetivo de estas mayores exigencias sobre
incompatibilidades a los miembros del Gobierno es contribuir a una mayor
transparencia, objetividad e imparcialidad en el ejercicio de su funcién
ejecutivar.

Previamente al andlisis de algunas cuestiones contenidas en la nueva
regulacién legal, cabe suscitar la duda sobre la conveniencia de incluir el
régimen de incompatibilidades precisamente en la Ley que establece el
régimen juridico del Presidente y del Gobierno. O, por el contrario, si es
preferible que esta materia sea objeto de una Lley especifica, dado que
ademds de a los miembros del Gobierno, su dmbito de aplicacién se
extiende también a los restantes altos cargos de la Administracién y de
las entidades integrantes del sector piblico de la Comunidad Auténoma.

Si atendemos a la legislacién més reciente, la solucién es inequivoca.
En el ambito del Gobierno de la Nacién se ha aprobado la Ley 5/2006,
de 10 de abril, de regulacién de los conflictos de intereses de los miem-
bros del Gobierno y de los altos cargos de la Administracién General del
Estado (habiéndose publicado recientemente el Real Decreto 432/2009,
de 27 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla la
citada Ley 5/2006); en Catalufia rige la Ley 13/2005, de 27 de diciem-
bre, del régimen de incompatibilidades de los altos cargos al servicio de
la Generalidad; y en Andalucia estd4 en vigor la Ley 3/2005, de 8 de
abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administracién de la
Junta de Andalucia y de Declaracién de Actividades, Bienes e Intereses
de Altos Cargos y otros Cargos Piblicos. También en Galicia se ha apro-
bado la Ley 4/2006, de 30 de junio, de transparencia y de buenas préc-
ticas en la Administraciéon Piblica gallega.
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Una segunda cuestién de posible debate previo es la extensién del
dmbito subjetivo de aplicacién del régimen de incompatibilidades. Esto
es, ademds de a los miembros del Gobierno (Presidente, Vicepresidentes
y Consejeros), sa qué ofros cargos pUblicos debe aplicarse dicha regula-
cién? La Lley 2/2009, en la disposicién adicional quinta, amplia la apli-
cacién del régimen de incompatibilidades a los altos cargos de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma, considerando como tales a sus
efectos: a) Los Viceconsejeros, Secretarios Generales Técnicos, Directores
Generales y asimilados a ellos; b) Los Delegados Territoriales del Gobierno
de Aragén.

Frente a tan escueta relacién, cabe referirse a dos Leyes también
recientes, de entre las anteriormente citadas. La primera, la Ley 5/2006,
de 10 de abril, de regulacién de los conflictos de intereses de los miem-
bros del Gobierno y de los altos cargos de la Administracién General del
Estado, cuyo articulo 3.2 dispone que se consideran altos cargos: «a) Los
miembros del Gobierno. b) Los secretarios de estado. c) Los subsecreta-
rios y asimilados; los secretarios generales; los delegados del Gobierno
en las comunidades auténomas, en Ceuta y Melilla; los delegados del
Gobierno en entidades de derecho piblico; y los jefes de misién diplo-
mdtica permanente; asi como los jefes de representacién permanente ante
organizaciones internacionales. d) Los directores generales de la Admi-
nistracién General del Estado y asimilados. e) El director general del Ente
Piblico Radiotelevisién Espariola; los presidentes, los directores genera-
les, los directores ejecutivos y asimilados en entidades de derecho piblico
del sector piblico estatal vinculadas o dependientes de la Administracién
General del Estado, cuyo nombramiento se efectie por decisién del Con-
sejo de Ministros o por sus propios érganos de gobierno y, en todo caso,
los presidentes y directores con rango de director general de las Entida-
des Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. f) El presidente
del Tribunal de Defensa de la Competencia y los vocales del mismo.
g) El presidente y los directores generales del Instituto de Crédito Oficial.
h) Los presidentes y consejeros delegados de las sociedades mercantiles
en cuyo capital sea mayoritaria la participacién estatal, o que sin llegar
a ser mayoritaria, la posicién de la Administracién General del Estado
sea dominante en el consejo de administracién, cuando sean designados
previo acuerdo del Consejo de Ministros o por sus propios érganos de
gobierno. i) Los miembros de los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno
y de las Vicepresidencias nombrados por el Consejo de Ministros y los
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directores de los Gabinetes de los Ministros. ] Los presidentes, los direc-
tores y gerentes de las fundaciones piblicas estatales siempre que perci-
ban retribuciones por el desempefio de estos cargos, asi como los titula-
res de aquellos otros érganos a los que sus Estatutos les atribuyan tal
condicién. k) El presidente y los vocales de la Comisién Nacional del Mer-
cado de Valores, de la Comisién del Mercado de las Telecomunicacio-
nes, de la Comisién Nacional de Energia, el presidente, los consejeros y
el Secretario General del Consejo de Seguridad Nuclear, asi como el pre-
sidente y los miembros de los érganos rectores de cualquier ofro orga-
nismo regulador y de supervisién. || Los directores, directores ejecutivos,
secretarios generales o equivalentes de los organismos reguladores y de
supervisién. m| Asimismo, los titulares de cualquier otro puesto de trabajo
de la Administracién General del Estado, cualquiera que sea su denomi-
nacién, cuyo nombramiento se efectie por el Consejo de Ministros.»

Y, la segunda, la Ley catalana 13/2005, de 27 de diciembre, del
régimen de incompatibilidades de los altos cargos al servicio de la Gene-
ralidad, que sefiala en el arficulo 2 que tienen la consideracién de altos
cargos: «a) El presidente o presidenta y los demds miembros del Gobierno.
b) Los titulares de la Secretaria del Gobierno, de las secretarias genera-
les, de las secretarias generales adjuntas y de las secretarias sectoriales.
c) El interventor o interventora general y el director o directora del Gabi-
nete Juridico de la Generalidad. d) los directores generales, los directo-
res de servicios y los delegados territoriales del Gobierno. e] Los comi-
sionados nombrados por el Gobierno y los asesores especiales del
presidente o presidenta de la Generalidad y de los miembros del Gobierno
con rango igual o superior a director o directora general, de acverdo con
lo que establece el nombramiento publicado en el Diari Oficial de la
Generalitat de Catalunya. f] El jefe o jefa de la oposicién, si percibe las
refribuciones a cargo del presupuesto de la Generalidad. g) El presidente
o presidenta de la Comisién Juridica Asesora, el presidente o presidenta
y los vocales del Tribunal Catalén de Defensa de la Competencia y el
presidente o presidenta y el secretario ejecutivo o secretaria ejecutiva del
Consejo de Trabajo, Econémico y Social. h) El director o directora gerente
del Instituto Catalén de la Salud y los titulares de las direcciones que
dependen del mismo, el director o directora del Instituto Cataldn de Asis-
tencia y Servicios Sociales y el director o directora del Servicio Catalén
de la Salud. i) El director o directora general del ente piblico Corpora-
cién Catalana de Radio y Televisién y los directores de las empresas que
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dependen de la misma. j) Los presidentes, directores generales, directo-
res ejecutivos y gerentes de los organismos auténomos de cardcter admi-
nistrativo de la Generalidad con rango igual o superior a director o direc-
tora general. k) Los presidentes, directores generales, directores ejecutivos,
gerentes y consejeros delegados de las entidades auténomas y de las
empresas de la Generalidad incluidas en el dmbito de aplicacién del Esta-
tuto de la empresa piblica catalana. ) Los presidentes, patrones, direc-
tores, gerentes y apoderados de las fundaciones y los consorcios en los
que la Administracién de la Generalidad, directa o indirectamente, par-
ticipe o a los que aporte més del 50% del capital o del patrimonio, si
perciben una retribucién fija y periédica a cargo de la Generalidad de
nivel retributivo asimilable a alguno de los cargos a los que se refieren
las letras de la a) a la k). m) Cualquier otro cargo que, por su norma de
creacién o por nombramiento del Gobierno, sea asimilado a alguno de
los cargos a los que se refiere el presente articulo.

Dos son las materias respecto de las cuales la concreta regulacion
contenida en la nueva Ley presenta dudas mayores, o de un alcance més
relevante: el registro de los bienes y actividades de los miembros del
Gobierno, y la compatibilidad de la condicién de miembro del Gobierno
con la representacién de la Administracion de la Comunidad Auténoma
en toda clase de organismos y empresas del sector piblico de Aragén.

En cuanto a la primera, el articulo 32 de la Ley 2/2009 establece
que los miembros del Gobierno formularén una declaracién patrimonial y
de cualquier actividad que le produzca ingresos (en la ribrica se dice
«actividades econémicas») ante la Mesa de las Cortes de Aragén, citén-
dose en el apartado 2 «el registro de los bienes y actividades de los miem-
bros del Gobierno», en el que se inscribirian las declaraciones efectuadas
por éstos ante la Mesa de las Cortes.

Ciertamente, la declaracién de actividades deberia ser mas amplia,
no limitada exclusivamente a aquéllas que puedan producir ingresos, sino
a cualquier actividad que el declarante ejerza, precisamente para poder
determinar si con el desempefio de una concreta actividad incurre en causa
de incompatibilidad o en una situacién de conflicto de intereses.

Mas importante, sin embargo, es la referencia que se contiene en el
apartado 2 del articulo 32 a un «registro de los bienes y actividades de
los miembros del Gobierno». Con esta redaccién, viene a darse a enten-
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der la existencia de tal registro, dependiente de la Mesa de las Cortes;
Registro que, en la actualidad, y como tal, no existe. El Reglamento de
las Cortes de Aragén Gnicamente regula, en los articulos 18 y 19, el deno-
minado «Registro de Intereses», en el que se inscribiran exclusivamente las
declaraciones sobre actividades y bienes patrimoniales de los Diputados
de las Cortes; por ello, sélo se anotardn las declaraciones de aquellos
miembros del Gobierno que también ostenten la condicién de Diputados
autondémicos, si bien dichas declaraciones las presentan en su condicién
de Diputados, exclusivamente, no de miembros del Gobierno.

Nos encontramos en la actualidad, por tanto, ante un vacio legal,
arrastrado del ya derogado Texto Refundido de la Ley del Presidente y del
Gobierno de Aragén, de 2001. En éste, por un lado, los articulos 5.2 y
22.3 imponian la obligacién del Presidente y de los demdas miembros del
Gobierno, respectivamente, de formular declaracion ante la Mesa de las
Cortes de Aragén sobre sus bienes y actividades. Y, por oftro, el articulo
34.2 de dicha Ley mencionaba la existencia de un Registro especifico, que
se custodiaria en la Presidencia del Gobierno, y en el que se inscribirian
las declaraciones de bienes y actividades de los altos cargos de la Admi-
nistraciéon autonémica que no fueran miembros del Gobierno. Asi, la vigente
Resolucion de 22 de septiembre de 2003, de la Secretaria General Téc-
nica de la Presidencia, por la que se aprueban los modelos para efectuar
tales declaraciones, limita su dmbito de aplicaciéon a los Viceconsejeros,
Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales y asimilados a ellos.

En el Predmbulo de la Ley 2/2009 se reconoce también la subsis-
tencia de esta regulacion diferenciada de los dos registros, al establecer
en su parrafo decimosegundo que los miembros del Gobierno deberén
realizar su declaracién «... en un registro ante la Mesa de las Cortes por
entender que el control de la accién del Gobierno de modo principal
debe corresponder al poder legislativo (...]»; mientras que en el pérrafo
decimosexto sefiala, respecto de los altos cargos de la Administracién auto-
némica, que «... la declaracién patrimonial y de actividades se inscribird
en un registro ante el propio Gobierno». Asi, este segundo registro se con-
templa expresamente en el apartado 1.b) de la disposicién adicional quinta
de la nueva Ley.

Un (ltimo comentario acerca del acceso al registro de los bienes y
actividades de los miembros del Gobierno. Sefala el articulo 32.2 in fine
que este registro «garantizard la proteccién de los datos de cardcter per-
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sonal de acuverdo con la ley, tendrd cardcter reservado y el acceso al
mismo se realizaré de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento de las
Cortes». Se trata, ciertamente, de una regulacién restrictiva, que plantea
ademds la duda del significado real de la referencia al Reglamento de las
Cortes de Aragén: dado que en la norma parlamentaria no estd previsto
el citado registro, scudl es la regulacion concreta aplicable con relacién
a su acceso? 3Se estd pensando en el articulo 12 del Reglamento de las
Cortes, relativo al derecho del Diputado a solicitar informacién y docu-
mentacion de ofras instituciones? En ese caso, sélo los parlamentarios
podrian acceder al registro; nadie mds, en principio.

La regulacién contenida en ofras Leyes es mucho més abierta. Asi, la
Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulacién de los conflictos de intereses
de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administracién
General del Estado, distingue en el articulo 14 entre el Registro de Acti-
vidades, que tendré carécter piblico (si bien sujeto a la legislacién de
protecciéon de datos de caracter personal y al articulo 37 de la Ley
30/1992), y el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, el cual ten-
drd cardcter reservado, pudiendo acceder al mismo, ademds del propio
interesado, el Congreso de los Diputados y el Senado (incluidas las comi-
siones de investigacién), los érganos judiciales y el Ministerio Fiscal. Asi-
mismo, en el apartado 2 de este articulo se establece que el contenido
de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros
del Gobierno y de los Secretarios de Estado se publicaré en el Boletin Ofi-
cial del Estado, en los términos previstos reglamentariamente. Por otro lado,
el 6rgano responsable de la llevanza y gestién de ambos Registros es la
Oficina de Conflictos de Infereses, adscrita organicamente al Ministerio
de Administraciones Piblicas.

Muy similar es el acceso al Registro de Actividades y al de Bienes
Patrimoniales y de Intereses regulados en la Lley catalana 13/2005, de
27 de diciembre, del régimen de incompatibilidades de los altos cargos
al servicio de la Generalidad, que prevé ademds una declaracién deno-
minada complementaria, en la que se hacen constar los conyuges o con-
vivientes y los demds familiares hasta el segundo grado de consanguini-
dad o afinidad que ocupan puestos en la Administracién de la Generalidad
o en las entidades a las que se refiere el anteriormente citado articulo 2.
Los mencionados Registros se adscriben al departamento competente en
materia de funcién piblica (articulos 12 y 14).
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Por su parte, completamente abierta en esta materia es la Ley 3/2005,
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administra-
cién de la Junta de Andalucia y de Declaracién de Actividades, Bienes e
Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Publicos, que establece, por un
lado, que el Registro de Actividades, Bienes e Intereses serd publico; v,
por ofro, que el contenido de las declaraciones inscritas en el citado Regis-
tro se publicard en el Boletin Oficial de la Junta de Andalucia y estara
disponible en internet (articulo 14).

Respecto de la segunda materia sefialada, el articulo 34.1.c) de la
Ley 2/2009 establece la compatibilidad de la condicién de miembro del
Gobierno con la representacién de la Administracion de la Comunidad
Auténoma «[...) en los consejos de direccién y administracién de orga-
nismos publicos y empresas integrantes del sector publico de Aragén |...)».
Esta redaccién suscita varias dudas.

En primer lugar, el tenor literal de este precepto excluye de la citada
compatibilidad a las entidades mencionadas en el articulo 8 del Texto
Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén,
y distintas de los organismos auténomos, entidades de derecho piblico y
empresas piblicas, expresamente mencionados en la Ley 2/2009: esto
es, los consorcios, asociaciones, fundaciones privadas de iniciativa piblica
y demés entidades con personalidad juridica propia, en los que sea mayo-
ritaria la representacién, directa o indirecta, de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén.

En segundo lugar, se plantea la duda de a qué se estd refiriendo
exactamente cuando se habla de «sector piblico de Aragén», pudiendo
formularse dos opciones: en un sentido restringido, seria el sector ptblico
propio de la Comunidad Auténoma de Aragédn (articulo 71.32¢ del Esto-
tuto de Autonomia de Aragén); pero en un sentido amplio, que es el uti-
lizado por la Ley 10/2001, de 18 de junio, de creacién de la Camara
de Cuentas de Aragén, abarcaria todo el sector piblico del conjunto de
las Administraciones Publicas de Aragén (autonémica, local y Universidad
pUblica). Quizd habria sido mds correcto decir «sector piblico de la Comu-
nidad Auténoma».

Y, en tercer lugar, la redaccién dada a la letra c) limita la participo-
cién de los miembros del Gobierno a las entidades pertenecientes al sec-
tor pUblico autonémico. Pero excluye, al no prever expresamente la com-
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patibilidad, una posible presencia en ofros organismos, empresas o enti-
dades en los que la Administracién autonémica si participa pero que, al
hacerlo de forma no mayoritaria o minoritaria, no estan integrados en el
sector publico de la Comunidad Auténoma. Seria el caso, por ejemplo,
de la empresa Aramén, Montafias de Aragén, S.A.

Finalmente, el apartado 2 del articulo 34 autoriza a los miembros del
Gobierno «(...) percibir, por los indicados cargos o actividades compati-
bles, las dietas, indemnizaciones o asistencias que les puedan correspon-
der». Contrasta esta autorizacién con la prohibicién expresa respecto de
las dietas contenida en la Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulacién de
los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos car-
gos de la Administracién General del Estado, cuyo articulo 9, parrafo ter-
cero, dispone que «En los supuestos previstos en los pdrrafos anteriores
(determinadas actividades piblicas muy similares a las contempladas en la
Ley 2/2009), los altos cargos no podrén percibir remuneracién alguna
con excepcién de las indemnizaciones por gastos de viaje, estancias y
traslados que les correspondan de acuerdo con la normativa vigente |...)».

Para concluir esta materia, cabe referirse a la enmienda nim. 70,
presentada por el Grupo Parlamentario Chunta Aragonesista, por la que
se proponia incluir un nuevo Titulo VIl bis mediante el cual se introducia
un Cédigo de Buen Gobierno para los miembros del Gobierno de Ara-
goén y los altos cargos de la Administracién y de las entidades del sector
pUblico de la Comunidad Auténoma, siguiendo el ejemplo del Gobierno
de la Nacién cuyo Cédigo de Buen Gobierno fue aprobado por Acuerdo
del Consejo de Ministros de 18 de febrero de 2005, y publicado en el
Boletin Oficial del Estado nim. 56, de 7 de marzo. Finalmente, la enmienda
no fue aprobada.

VIIl. CAPACIDAD NORMATIVA DEL GOBIERNO DE ARAGON

La Ley 2/2009 regula en sendos Capitulos del Titulo VIII la iniciativa
legislativa del Gobierno (los proyectos de ley); las normas con rango de
ley que dicta el Gobierno (Decretos-leyes y Decretos Legislativos); y la
potestad reglamentaria.

Afirma el Preémbulo de la nueva ley que «Ofra mejora importante
en la regulacién del Gobierno de Aragén es la de su capacidad norma-
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tiva. Se perfeccionan en general los procedimientos de elaboracién de
proyectos de ley teniendo en cuenta la experiencia adquirida, y se intro-
ducen los procedimientos de elaboracién de los Decretos-leyes |...)».
Parece conveniente, por ello, mencionar, aunque sea de manera concisa
y esquemdtica, las diferentes fases del procedimiento de elaboracién de
los proyectos legislativos, y los informes, dictdmenes o memorias requeri-
dos con cardcter previo a su aprobacién, contemplados tanto en la nueva
Ley aragonesa como en el ya derogado Texto Refundido de 2002, asi
como en las Leyes del Estado y de otras Comunidades Auténomas sobre
esta misma materia, que vienen utilizandose en el presente trabajo.

El articulo 37 de la Ley 2/2009 establece respecto de la elabora-
cién de los anteproyectos de ley la obligatoriedad de los siguientes infor-
mes y dictGmenes:

— exposicién de motivos
— memoria sobre los efectos econémicos

— informe de la Secretaria General Técnica de los Departamentos
afectados

— informe de la Direccién General de Servicios Juridicos
— ofros informes o dictamenes que tengan carécter preceptivo

Asimismo, prevé que en el caso del, por esta Ley denominado, «Dere-
cho foral civil aragonés», los anteproyectos de ley podran ser elaborados
por la Comisién Aragonesa de Derecho Civil (como efectivamente ha suce-
dido hasta la fecha); también sefiala que se tendrén en cuenta los crite-
rios de correcta técnica normativa que sean aprobados por el Gobierno
(los Gltimos redactados datan de octubre de 2008).

Por su parte, en el hasta ahora vigente Texto Refundido de 2001, el
articulo 26 disponia lo siguiente:

a) Los anteproyectos de ley se formularan por los Departamentos a
quienes les competa segin la materia.

b) El Gobierno aprobard los proyectos de ley y los enviard para su
tramitacién a las Cortes de Aragdn acompaiados de:

— una exposicién de motivos en la que, al menos, se justificard la
necesidad de promulgacién, su forma de insercién en el orde-
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namiento juridico y una valoracién de los efectos que puedan
seguirse de su aplicaciéon

— una memoria econémica, cuando la ejecucién de la ley con-
lleve efectos econémicos

— informe del correspondiente érgano consultivo, en los supuestos
indicados en el ordenamiento juridico

En la Ley 50/1997, del Gobierno, el articulo 22 sefiala lo siguiente:
a) El anteproyecto ird acompafiado de:
— una memoria

— los estudios o informes sobre la necesidad y oportunidad del
mismo

— informe sobre el impacto por razén de género
— una memoria econbémica

b) El anteproyecto habré de ser informado por la Secretaria General
Técnica

c) El Ministro proponente eleva el anteproyecto al Consejo de Minis-
tros para que éste decida los siguientes tramites; en particular sobre
las consultas, dictémenes e informes convenientes, ademés de los
preceptivos

d) Cumplidos los tramites anteriores, el Ministro proponente somete
nuevamente el anteproyecto al Consejo de Ministros, para su apro-
bacién

e) El Proyecto de Ley se remite a la Camara correspondiente de las
Cortes Generales, acompanado de una Exposicién de Motivos y
de la Memoria y demds antecedentes necesarios para pronunciarse
sobre él

La Ley 13/2008, de Cataluia, dispone en el articulo 36 que la tra-
mitacién de un proyecto de ley requiere el acuerdo previo del Gobierno
sobre la oportunidad de la iniciativa, afiadiendo lo siguiente:

a) El anteproyecto de ley deberd contener una exposicién de motivos,
asi como la siguiente documentacién:
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— una memoria general, con los oportunos estudios, informes y
dictdmenes sobre la necesidad de la iniciativa, la adecuacién
de la norma a los fines que se persiguen y el marco normativo
en que se inserta; con una lista de disposiciones afectadas y
una tabla de vigencias

— una memoria econémica sobre la estimacién del coste y el
impacto econémico derivados de la aplicaciéon de la norma

— un informe de impacto de género

— una memoria en que consten las consultas formuladas, las ale-
gaciones presentadas, y las razones para su estimacién o des-
estimacion

— un informe emitido por los servicios juridicos de los Departo-
mentos concernidos y demds informes preceptivos

b) El anteproyecto de ley podré ser sometido a informacién piblica
o a audiencia de las entidades que tengan encomendadas por ley
la defensa de intereses que podrian verse afectadas por la norma

¢) Una vez aprobado un Proyecto de Ley, lo envia el Gobierno al Par-
lamento, acompafiado de toda la documentacién anexa

d) Si la tramitacién parlamentaria de un proyecto de ley caduca por
finalizacién de la Legislatura, el Gobierno puede presentar el
mismo, sin necesidad de mas tramites, previo informe del secreta-
rio general del Departamento concernido y de los servicios juridi-
cos de la Generalidad

Finalmente, la Ley 6/2006, de Andalucia, modificada en esta materia
por la Ley 1/2008, de 27 de noviembre, establece en el articulo 43 que:

a) Los anteproyectos de ley deberdn ir acompanados de:
— una memoria justificativa
— los estudios e informes sobre su necesidad y oportunidad

— la memoria sobre impacto por razén de género de las medidas
que se establezcan

— una memoria econémica que contenga la estimacién del coste
y su forma de financiaciéon
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—y, en su caso, una valoracién de las cargas administrativas deri-
vadas de la aplicacién de la norma para la ciudadania y las
empresas

b) La Consejeria proponente elevara el anteproyecto de ley al Con-
sejo de Gobierno, para que éste lo conozca y decida sobre ulte-
riores tramites

c) Los anteproyectos de ley, en todo caso, deberén ser informados
por la Secretaria General Técnica respectiva, el Gabinete Juridico
de la Junta de Andalucia y demés informes o dictamenes precep-
tivos. Finalmente, se solicitard dictamen del Consejo Consultivo de
Andalucia

d) Si un anteproyecto de ley afecta a los derechos e intereses legiti-
mos de la ciudadania, podrd acordarse la realizacién del tramite
de audiencia

e) Cumplido todo lo anterior, la Consejeria elevard de nuevo el ante-
proyecto de ley al Consejo de Gobierno para su aprobacién, y su
remisién al Parlamento de Andalucia, acompaiidndolo de los ante-
cedentes necesarios para pronunciarse sobre él

Es llamativa, por tanto, la parquedad de la regulaciéon contenida en
la Ley 2/2009, incluso si la comparamos con el Texto Refundido de 2001.
Ademés, se echa en falta en la Ley aragonesa la inclusién de un precepto
por el que se obligue al Gobierno a remitir el Proyecto de Ley a las Cor-
tes de Aragén acompanado de los informes, dictdmenes y memorias ela-
borados al respecto. En este sentido, ya se ha hecho mencién al articulo
122.1 del Reglamento de las Cortes de Aragén, el cual establece que
«los proyectos de ley remitidos por la Diputacién General de Aragén irén
acompanados de una exposicién de motivos y de los antecedentes nece-
sarios para poder pronunciarse sobre ellos».

Un ejemplo es suficiente para poner de relieve la citada parquedad
en la Ley aragonesa, en comparacién con otras leyes; se trata de un ejem-
plo anterior, incluso, a la aprobacién de la Ley catalana 13/2008. Asi,
en el Boletin Oficial del Parlamento de Cataluia nim. 185, de 17 de
diciembre de 2007, se publica el Proyecto de Ley de la Presidencia de la
Generalidad y del Gobierno, al que se acompaia adjunta una relacién
de los siguientes «antecedentes del Proyecto de Ley»:
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1. Proyecto de ley de la Presidencia de la Generalidad y del Gobierno
. Memoria

. Estudio econdémico en términos de coste-beneficio

. Disposiciones afectadas y tabla de vigencias

. Informe departamental de impacto de género

o 0 DN

. Anteproyecto de ley del presidente o presidenta de la Generalitat
y del Gobierno

7. Certificacién del Consejo Técnico
8. Informe juridico
9. Certificacién del secretario general de la Presidencia.

Y a continuacién del citado listado, en el mismo Boletin Oficial, se
incluye una nota que indica que los antecedentes del Proyecto de Ley pue-
den ser consultados en el Archivo del Parlamento.

Por ofra parte, dos son las principales novedades contenidas en el
Titulo VIIl de la Ley 2/2009. La primera es la regulacién relativa al pro-
cedimiento de elaboracion de los Decretos-leyes, establecida en el articulo
40, en consonancia con la inclusién de esta norma con rango de ley en
el ordenamiento juridico aragonés por el articulo 44 del Estatuto de Auto-
nomia de 2007, regulacién en la que también se echa en falta una refe-
rencia a la documentacién que deberia remitir el Gobierno a las Cortes
de Aragén acompaiando al Decreto-ley, a los efectos tanto de su posible
convalidacién por el Parlamento como de una eventual tramitacién como
proyecto de ley. La segunda novedad destacada consiste en el reconoci-
miento a las Comisiones Delegadas del Gobierno de la potestad reglo-
mentaria, ya comentada anteriormente.

Por Gltimo, la Ley 2/2009 incluye una referencia al control judicial
de los reglamentos, en el articulo 46, en el que se dispone que éstos «sélo
podrén ser anulados por la jurisdiccién contencioso-administrativa, sin per-
juicio del control que pueda corresponder al Tribunal Constitucional». Nue-
vamente, la parquedad de la ley aragonesa contrasta con una regulacién
mds completa contenida en otras leyes. Como ejemplo, cabe destacar el
articulo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno de la
Nacién, que se transcribe como colofén a este trabajo:
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«Articulo 26. Del control de los actos del Gobierno.

1. El Gobierno estd sujeto a la Constitucién y al resto del ordenamiento
juridico en toda su actuacién.

2. Todos los actos y omisiones del Gobierno estdn sometidos al control
politico de las Cortes Generales.

3. Los actos del Gobierno y de los érganos y autoridades regulados en
la presente Ley son impugnables ante la jurisdiccién contencioso-administra-
tiva, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora.

4. la actuacién del Gobierno es impugnable ante el Tribunal Constitu-
cional en los términos de la Ley Orgdnica reguladora del mismo.»
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